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    «…tejer y destejer…»


    Juan Valera


    El superhombre y otras novedades (1903)


    «EL PELÓN


    ¡Vi-va-Es-pa-ña!


    EL CAN


    ¡Guau! ¡Guau!


    ZARATUSTRA


    ¡Está buena España!»


    Ramón del Valle-Inclán


    Luces de bohemia (1920)


    A la memoria de mi madre


    «¿Quién alimentará de luz al día? …»

  


  
    Introducción


    España en su laberinto: 1873, 1931, 1978


    ¿Cómo hemos llegado a esto? Millones de españoles, hartos, irritados o perplejos ante las interminables exigencias de los nacionalistas —siempre ofendidos, insatisfechos, disconformes—, se hacen con razón una pregunta que lleva implícita, en el fondo, un sincero convencimiento colectivo: el de que nada puede justificar, ni aun explicar, las perentorias reivindicaciones del independentismo vasco y catalán, en uno de los países más descentralizados del planeta. Es difícil encontrar en el mundo, ciertamente, muchas regiones federadas que cuenten con un nivel de autonomía comparable al del País Vasco y Cataluña, lo que no ha impedido que en el transcurso de una década el nacionalismo vasco, primero, y el catalán, con posterioridad, hayan planteado sendos desafíos secesionistas dirigidos a la ruptura de un Estado que ha reconocido la pluralidad interna de España con una intensidad que no tiene parangón ni a lo largo de nuestra historia, ni en el presente o el pasado de ninguna de las antiguas naciones europeas. Desafíos esos, hay que subrayarlo con toda claridad desde el principio, que lo son no sólo a la indisoluble unidad de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, según proclama el artículo 2 de la Constitución, sino a las reglas del juego democrático que esa misma Constitución establece para su modificación, siempre posible de contar con el sostén parlamentario necesario para ello. El artículo 2, como otros muchos que se verían afectados por la eventual apertura de un proceso de secesión en el País Vasco o Cataluña —entre ellos, de manera primordial, el que dispone que la soberanía nacional reside en el pueblo español (1.2)—, puede, por supuesto, modificarse o suprimirse: pero únicamente respetando los procedimientos que para hacerlo establece la propia ley fundamental, como ocurre en todos los Estados con Constitución escrita hoy existentes en el mundo.


    No es aquí España diferente. Por eso, quienes carecen del apoyo necesario para acometer esa reforma y de la expectativa razonable de obtenerlo en un futuro previsible han optado por tratar de imponer sus exigencias a la brava, es decir, por la mera vía de los hechos, confiando en que, de insistir en ellas, su grave deslealtad constitucional y su irresponsabilidad política mayúscula podrían llegar a obtener como premio tan inmerecido como sorprendente el silencio de los corderos, dispuestos a marchar, entregados, hacia la degollina de nuestro ordenamiento constitucional y nuestro sistema democrático, además de hacia la destrucción de la secular convivencia interna entre vascos y catalanes que ese sistema y ese ordenamiento han asegurado, después de la transición, durante tres décadas y media.


    Ocurre, en todo caso, que esta historia desgraciada de provocaciones extremistas por parte de quienes han tenido la osadía de arrogarse el derecho de decidir por su cuenta, en nombre de todos, cuando lo conseguido ya no les parecía suficiente, es tan vieja como la de nuestras tentativas políticas de descentralización: la de 1873 acabó en la locura de la insurrección cantonalista; y la de 1931 en el disparate de la sublevación armada de la Generalitat contra el Gobierno legítimo de la República, a finales de 1934. Tal es, a la postre, la constatación que ha servido como punto de arranque a la reflexión que da sentido al libro que el lector tiene entre sus manos, cuyo objetivo, que pretende alcanzarse a través de una metodología que combina los análisis político y jurídico-constitucional, se resume precisamente en el estudio de la cuestión territorial en los tres momentos de nuestra historia en que se afrontó aquella abiertamente, para tratar de darle una razonable solución que reconociese la pluralidad de España sin poner en riesgo su unidad: los de la I y la II Repúblicas y el de la República coronada en que desembocó, finalmente, el proceso constituyente que condujo a la aprobación de nuestra vigente ley fundamental. Tres repúblicas, en efecto, pues la monarquía parlamentaria de 1978 no es sino una de aquellas «repúblicas con jefe hereditario» a las que se refería, en el giro del siglo XIX al siglo XX, Georg Jellinek, figura fundamental del mejor derecho público europeo.


    He optado, en efecto, por hablar de tres repúblicas a sabiendas de que hacerlo puede sorprender a los lectores, dado que una de ellas, la de 1978, sólo lo es en un sentido figurado (material, si se prefiere), con la obvia intención de resaltar la continuidad entre los tres principales momentos de cambio de la historia constitucional y política española en la centuria y media transcurrida desde la caída de la monarquía de Amadeo de Saboya. De hecho, no puede considerarse en absoluto casual que fuera en esas tres coyunturas de profunda mutación política, económica y social cuando las respectivas élites dirigentes se decidieron a intentar alterar la tradicional estructura centralista que se había asentado en España durante los dos primeros tercios del siglo XIX: el proyecto de Constitución de 1873 fue federal, aunque su debate parlamentario apenas llegó siquiera a abrirse en las Cortes españolas; la Constitución de 1931 prefiguró el denominado Estado integral, que, en medio de un auténtico torrente de problemas, hubiera alcanzado quizá a consolidarse de no haber mediado el golpe de Estado de 1936 y la tragedia de la Guerra Civil que fue su consecuencia; la Constitución de 1978 dio a luz el Estado de las Autonomías que, andando el tiempo, acabaría siendo uno más de los diversos sistemas federales existentes en el mundo, lo que paradójicamente no impediría, sin embargo, que los nacionalistas acabaran levantando finalmente, y como si nada hubiera sucedido, la bandera de la secesión.


    A la coyuntura de 1873 se dedica el capítulo primero de este libro y el segundo a la que comienza en 1931 y se extiende, en lo que aquí nos interesa, hasta 1936. Tras esos dos capítulos, que conforman la primera parte de la obra, se abre una segunda centrada toda ella en el análisis del problema territorial en la España posterior a la adopción, en 1978, de la Constitución que se aprobó con la expectativa, y la fundada esperanza, de darle a aquel problema definitiva solución: en el capítulo tercero se aborda, así, el estudio del largo proceso —constituyente, primero, y estatuyente, con posterioridad— que condujo a la construcción de nuestro sistema federal, pues de ese modo creo que debe sin duda caracterizarse el Estado autonómico español, para abordar luego sus particularidades y problemas, el principal de los cuales tiene que ver a mi juicio con la más sobresaliente de todas las características que lo hacen peculiar: a saber, con la presencia de nacionalismos interiores. Será justamente en el estudio de las consecuencias que tal presencia ha terminado provocando en lo que se centrará el último capítulo del libro, cuyo título (el desafío nacionalista a la unidad del Estado) es suficientemente expresivo por sí mismo de sus concretos contenidos: las vicisitudes del llamado Plan Ibarretxe y de las iniciativas que lo precedieron o que sucedieron a su rechazo por la inmensa mayoría de las Cortes Generales, las que rodearon a la aprobación del nuevo Estatuto catalán y todo lo que su manifiesta inconstitucionalidad trajo consigo y, en fin, las que, a través de las iniciativas secesionistas surgidas en Cataluña a partir de 2013 han provocado en España una de sus crisis políticas más graves, si no la peor, desde el momento de entrada en vigor de la Constitución.


    Dado que El laberinto territorial español trata de esos tres intentos de descentralización (intuido el primero, frustrado el segundo y el tercero culminado), sobra aclarar que no tiene por objeto estudiar el desarrollo del problema territorial a largo de los ciento cuarenta últimos años de la vida política española. No es esta, por tanto, una historia de la evolución del movimiento federalista, regionalista o nacionalista desde el surgimiento del primero antes de la proclamación, en 1873, de la República. No es tampoco, por ello mismo, un estudio sobre los partidos que más y mejor representaron a tales movimientos, ni sobre la progresiva plasmación de sus objetivos que, con avances y retrocesos, se produjo en los terrenos político, social o cultural.


    La bibliografía española sobre todos esos aspectos del problema territorial es inmensa y nada podría yo aportar a tal respecto. Mi interés se centra, en suma, en analizar las estrategias constitucionales de las élites políticas dirigidas a la superación de ese problema en las coyunturas de 1873 y 1931 y en el período más reciente de nuestra historia, el posterior a la transición política que puso fin al régimen franquista, por más que tal análisis exija comenzar en cada uno de los casos por un breve resumen histórico capaz de situar al lector ante los rasgos definidores esenciales del momento político en el que se va a abordar lo sucedido en relación con la cuestión de la reforma de la estructura del Estado. Sin tal resumen, de finalidad sencillamente introductoria, es muy posible que, salvo para los profesionales de la historia, fuera costoso situar el contexto general de cada coyuntura —sobre todo, por razones evidentes, de las más lejanas en el tiempo—, lo que dificultaría sin ningún género de dudas la cabal compresión de lo sucedido en la esfera de la que aquí me ocuparé. Por lo demás, debo también dejar constancia de que los dos primeros capítulos —los relativos a la I y II Repúblicas— se plantean, en gran medida, como un estudio de los antecedentes históricos de lo que luego ha de venir, lo que, a mi juicio, debería permitir entender mucho mejor la situación en la que nos encontramos tras tres décadas largas de descentralización. Esa es la razón que explica lo que el lector podrá advertir con una sencilla lectura del índice del libro: que su segunda parte tenga casi el doble de extensión que la primera.


    Sin duda las experiencias de 1873, 1931 y 1978, que he decidido comparar en esta obra, presentan notables diferencias. Sobre la más obvia no hay siquiera que insistir: la España de 1873 era, desde cualquier punto de vista que se observe, muy distinta de la de 1931 y esta última lo era, a su vez, en todas las esferas, de la de casi cincuenta años después. Pero, antes de hablar de una de las similitudes más relevantes, que cabría constatar en las tres coyunturas que constituyen el objeto de las páginas que siguen, es posible señalar algunas otras diferencias entre ellas que son menos evidentes que la que acabo de citar. La primera hace referencia al impacto histórico de las tres Constituciones —o mejor, dos Constituciones y un proyecto— a través de las cuales se trató de impulsar el cambio de la estructura territorial de nuestro Estado: el proyecto de Constitución republicano federal fue lo que su propio nombre indica, un simple proyecto, pues apenas llegó a debatirse en unas Cortes que hubieron de hacer frente a las urgencias derivadas de la insurrección cantonalista que impidió el sosiego político y parlamentario necesario para acometer un reto importantísimo —la discusión y aprobación de una Constitución— que es siempre, por su propia naturaleza, muy difícilmente compatible con la lucha por sofocar el levantamiento armado de una parte importante del territorio nacional.


    Sobre la importancia, jurídica y política, de la Constitución de 1931 no cabe discutir: el de la II República fue el primer texto constitucional democrático de la historia política española y, más allá de sus aciertos y sus equivocaciones, dio lugar al nacimiento de un régimen de igual naturaleza que trató de afrontar muchos de los problemas heredados del longevo sistema de la Restauración y de la dictadura que le dio finalmente la puntilla: pero su vigencia, en una situación de muy escasa normalidad parlamentaria, política, económica y social, fue de poco más de un lustro —tiempo muy reducido para hacer frente a tantísimos y tan relevantes retos y conflictos— y su final el comienzo de las dos mayores tragedias que el país hubo de sufrir (una terrible Guerra Civil, seguida de una larga dictadura) desde el alumbramiento de nuestro constitucionalismo en las Cortes gaditanas. En contraste con esa historia de descalabros, frustraciones y fracasos, la España que todavía definía Valle-Inclán hacia 1920 en Luces de bohemia como aquella en que las letras eran «colorín, pingajo y hambre» se convirtió, después de 1977, en una de las naciones más admiradas de Europa por una transición democrática ejemplar que consiguió alumbrar el primer texto constitucional de consenso en dos centurias de una tan azarosa como inestable historia constitucional. Y así, frente al no ser del proyecto de 1873 y al brevísimo ser de la Constitución de 1931, el de 1978 fue y tuvo, por ello, la gran ocasión de la que los otros dos documentos habían carecido: la de ayudar, con tiempo y con sosiego, a estabilizar un régimen constitucional no sólo digno de ese nombre sino además perfectamente comparable a los de las naciones europeas que llevaban viviendo bajo el paraguas protector del constitucionalismo decenios o centurias.


    Ese profundo contraste resulta en realidad la consecuencia, al menos parcialmente, de otro que no querría dejar de señalar en esta breve introducción. Y es que aunque el éxito de 1978 y los fracasos de 1873 y 1931 se explican, sin ningún género de dudas, también por los condicionantes de todo tipo, internos y exteriores, de cada una de esas coyunturas de la historia, la verdad es que se explican no sólo por tales motivos digamos objetivos. Lo primero, claro, es evidente: en los años setenta del siglo XIX se iniciaba en Europa el largo camino hacia una democratización del Estado y de la sociedad que no encontraría su primera verdadera y amplia plasmación hasta el período de entreguerras, mientras que en los años treinta esa democratización iba a verse amenazada, con resultados finales desastrosos, tanto por la polarización de la vida política interna de muchos de los Estados europeos como por el fenómeno en el que en varios de ellos aquella polarización desembocó: el ascenso de los fascismos.


    La situación europea de finales de los setenta resultó, por fortuna para la España que entonces construyó su democracia, completamente diferente, por ser mucho mejor, lo que sin duda ayudó en no pequeña medida al éxito de la transición, primero, y a la consolidación de la democracia, con posterioridad. Pero siendo verdad todo lo anterior, lo es igualmente que junto a los citados factores objetivos, otros de naturaleza, digamos subjetiva, contribuyeron igualmente a que las cosas sucedieran de manera completamente distinta en 1873, a partir de 1931 y después de 1977: me refiero, como el lector avisado habrá ya con seguridad adivinado, a la muy diferente actitud de las élites políticas durante las dos Repúblicas y tras el inicio de la transición política española.


    Para no ser más prolijo de lo que aconsejaba una breve introducción, será suficiente con subrayar un hecho que luego, en los tres primeros capítulos del libro, habré de tratar con algún detenimiento: que frente a la greña permanente de 1873, no sólo entre adversarios políticos, sino también entre los correligionarios del federalismo, y frente a la aguda conflictividad interpartidista y, en ciertos casos, intrapartidista, posterior a 1931, en 1978 las fuerzas políticas se demostraron capaces de llegar a amplios acuerdos transversales, no sólo para transitar de la dictadura a la libertad sino también para poner las bases del futuro régimen constitucional y democrático. Tales acuerdos vinieron facilitados, sin duda, por las notables ventajas del sistema de partidos que se asentó en nuestro país tras las elecciones generales de 1977 respecto de los que dominaron la vida nacional durante las Repúblicas de 1873 y 1931: pocos partidos frente a muchos partidos, por un lado; y ausencia de partidos antisistema relevantes frente a notable presencia de fuerzas extremistas por la izquierda o la derecha, por el otro. Pero junto a ese factor, indiscutiblemente decisivo, pues las posibilidades de consenso aumentan siempre cuanto menor sea el número de partidos que deban participar en él y más corta la distancia ideológica que separa a los unos de los otros, otro factor adicional habría de jugar un papel importantísimo: la memoria histórica, tanto la de la sociedad como la de sus dirigentes o, por expresarlo de una forma más precisa, la voluntad de unos y otros de no volver a cometer de nuevo, tras la caída del franquismo, los errores de un pasado —sobre todo del más cercano: el de la II República— que no querían de ningún modo repetirse. Se trataba, por recurrir a una frase hecha utilizada entonces con frecuencia, de no volver a las andadas, que habían acabado anteriormente como el rosario de la aurora.


    Siendo ello así, y parece difícilmente discutible que lo fue, incluso ahora, cuando tantos se empeñan en minusvalorar un ejemplo admirable de concordia colectiva —el de la transición— sin posible, ni aun lejano, parangón en la historia política española, resulta realmente más que llamativa una de las principales líneas de continuidad existentes entre lo acontecido en 1873 y después de 1931 y en 1978, continuidad que es, por otra parte, la que constituye, como ya ha sido apuntado previamente, una de las principales reflexiones que está en el origen de esta obra: la que cabe apreciar entre las formas de actuar, tan constitucionalmente desleales como políticamente irresponsables, de los sectores que en cada una de esas tres coyunturas hicieron de la reforma de la estructura del Estado su principal bandera de enganche y movilización de la opinión pública en sus respectivos territorios: los sectores más extremos del movimiento federal en 1873, las fuerzas nacionalistas tras la apertura del proceso descentralizador que trajo de la mano la II República, y esas mismas fuerzas nacionalistas (que lo serán en sentido estricto en algún caso, como los del PNV o ERC) después de la consolidación de nuestro Estado federal. Sé bien que la insurrección cantonalista fue mucho más que un levantamiento contra el centralismo y que entre el episodio catalán de 1934 y los sucedidos en el País Vasco y Cataluña a partir de 2002 cabe encontrar no pocas diferencias. Pero a nada llevaría negar el hecho llamativo de que en los tres momentos de mayor avance de la libertad en España desde el último tercio del siglo XIX hasta el presente, los particularismos territoriales, radicalizados por quienes hicieron de ellos casus belli, acabaran por poner atrancos, muy relevantes, en ocasiones, para la consolidación del régimen constitucional y, en todos los casos, para el asentamiento de un sistema en el que una amplia descentralización resultase compatible con la unidad a la que ningún Estado constituido está nunca dispuesto a renunciar. Tal es la tesis central que trataré de argumentar en las páginas que siguen.


    Su autor sabe, por experiencia, que ni este ensayo, ni la inmensa mayoría de los que se publican cada año, podrían escribirse sin la ayuda indispensable de otros muchos que, antes que ellos, han tratado sobre temas vinculados a su objeto en mayor o menor grado. De buena parte de las numerosas lecturas realizadas durante meses y meses para la elaboración de las páginas que siguen queda constancia en sus notas que, como las de mis libros precedentes, y por idéntico motivo —facilitar la lectura del texto a quien desee hacerlo prescindiendo de la consulta de su aparato crítico—, van situadas al final: gracias, por tanto, a aquellos de cuyo saber he tenido la fortuna de poder beneficiarme. El laberinto territorial español no se habría escrito, en cualquier caso, de no ser por la sugerencia que para hacerlo me hicieron un día, en nombre de la Fundación Alfonso Martín Escudero, dos queridos amigos, Elisa Polanco y el profesor José Ramón Parada Vázquez, a quienes es una obligación, al tiempo que un placer, agradecer aquí su confianza y su extraordinaria generosidad intelectual y personal. Como todos mis libros aparecidos en Alianza Editorial, empresa esencial para la cultura española desde la segunda mitad del siglo XX, este es el resultado de la estrecha colaboración entre un autor y una editora excepcional. Y es que de nuevo ahora, y como desde hace más de quince años, he tenido la inmensa fortuna de trabajar con Belén Urrutia, una gran profesional que es ya, también, una amiga muy querida: ella sabe cuánto debo a su colaboración indispensable, deuda que, a estas alturas, no puede ya expresarse con palabras. Como tampoco sirven las palabras para dar las gracias, como ellas se merecen, a Marga, mi mujer, y a Carmen y Clara, mis dos hijas, que se han hecho mayores viendo a su padre golpear el teclado de un ordenador. El aliento y el constante cariño de las tres han sido en el trabajo, como en la vida en general, lo mejor de lo mucho y bueno que esta me ofrece y me ha ofrecido. A mi querida madre, que se nos fue cuando se escribían, van dedicadas estas páginas, que espero sean a los lectores de alguna utilidad.


    Brandía


    19 de marzo de 2014

  


  
    Primera parte


    Las repúblicas numeradas: de la Constitución federal non nata a la descentralización frustrada

  


  
    Capítulo 1


    La I República: federalismo e insurrección cantonal


    La República imposible


    «Ni un solo día España respiró tranquila». Aunque tal balance crítico sobre la evolución de la I República procede del que fuera uno de los políticos más destacados de la Restauración, el conde de Romanones, tres veces presidente del Consejo de Ministros, presidente del Congreso y del Senado, titular de una cartera ministerial hasta en 17 ocasiones y alcalde de Madrid, lo cierto es que el juicio de quien tenía más que sobrados motivos para sentir hacia el nuevo régimen una profunda antipatía no puede considerarse injusto, ni aun siquiera exagerado. Y es que la historia de la República que, por consunción de dos monarquías sucesivas —la isabelina, primero, y la de Amadeo de Saboya, con posterioridad—, se proclamó en 1873 fue la de una ininterrumpida sucesión de crisis bélicas, una incesante convulsión institucional, un permanente conflicto político y social y una agitación popular interminable, que, en su combinación sin tregua ni reposo, hicieron imposible estabilizar el primer régimen político que trató en España de afrontar, entre otros, un problema que, con diversos altibajos y expresiones diferentes, nuestro país arrastraría en adelante: el de la organización territorial del poder político estatal. Tanto que, a la postre, la destrucción final de la República acabará por estar directamente relacionada con la existencia de estrategias partidistas que se enfrentaron sin cuartel en el terreno de la política, también de la dirigida a definir la organización territorial pese a compartir, en menor o mayor grado, el objetivo de darle al nuevo Estado una naturaleza federal. Ciertamente, resulta difícil encontrar a lo largo de nuestro convulso siglo XIX un período tan breve en el que se encadenaran tal cantidad de desafíos y problemas, todos de notable envergadura, y en el que, al mismo tiempo y contra lo que aconsejaba el sentido común más elemental, la clase política del momento demostrará tan irresponsable incapacidad para lograr la unidad que a todas luces resultaba indispensable si de lo que se trataba era de buscar a aquellos problemas una razonable solución. Entre esas crisis y conflictos, dos destacaron por su extremada gravedad, que es la que presentan siempre las guerras, civiles o exteriores: la I República hubo de enfrentarse, por un lado, a la llamada Guerra de los Diez Años en uno de los pocos dominios coloniales (Cuba) que la monarquía española había logrado conservar tras el desmoronamiento de su imperio; y, paralelamente, ya en el territorio nacional peninsular, a la Tercera Guerra Carlista, que se inició cuatro años después de comenzada la de Cuba.


    El conflicto en la isla caribeña estalló, en realidad, bastante antes de la proclamación de la República, cuando, el 10 de octubre de 1868, recién triunfada la Revolución que ese mismo año clausuró el largo período de dominio moderado —de hecho, dos días después de la formación del Gobierno provisional constituido por los revolucionarios—, se produjo la insurrección independentista tras lo que dio en conocerse como el Grito de Yara. La guerra, que no acabó hasta una década después, ya con la monarquía de Alfonso XII restaurada, enfrentó no sólo a los independentistas con las autoridades metropolitanas, sino también a quienes en España eran partidarios de impulsar en la isla reformas económicas y políticas que pudiesen contribuir a poner fin a la sublevación con los que, contrariamente, apoyaban de forma abierta, al otro lado del Atlántico, la política intransigente de la oligarquía criolla —el partido peninsular o partido español—, defensor de una estrategia de lucha sin cuartel contra los cubanos insurrectos. Ese grupo, «que controlaba el comercio, la banca, la producción de tabaco, las navieras y otras actividades fundamentales», iba a contar no sólo con el apoyo del ejército español sino, además, con unos denominados batallones de voluntarios del comercio, «engrosados por mercenarios salidos de los grupos marginales de la sociedad cubana», batallones que «impusieron un régimen de terror en las ciudades, y acabaron obligando a dimitir al capitán general» Domingo Dulce, quien, más partidario de la negociación que de la mano dura, fue relevado finalmente del mando de sus tropas. Sin embargo, ni la represión del ejército regular ni la que las partidas privadas de la oligarquía cubana impusieron por su cuenta fueron capaces de acabar con la insurgencia que, aunque mucho más débil que sus oponentes desde el punto de vista militar, logró mantener la guerra durante una larga década, hasta que le puso fin la monarquía que acabó con la República. Tal fue el resultado final de «la escasa capacidad de la metrópoli, que hubo de ver cómo se perdía la tercera parte de los soldados llevados a la isla, vestidos con malos uniformes (calzaban unas alpargatas que resultaban un albergue ideal para los insectos que los infestaban), mal alimentados y pésimamente preparados, de modo que un noventa por ciento de los que murieron lo hicieron en hospitales y por causas naturales»1.


    Pero esa situación de conflicto bélico, muy complicada desde 1868, se agravará como consecuencia del comienzo, en 1872, de la Tercera Guerra Carlista, con la que la I República hubo, así mismo, de lidiar y que, como la de Cuba, no fue tampoco capaz de resolver con una victoria militar. Ya antes del establecimiento del nuevo régimen los carlistas practicaron una curiosa combinación de política institucional —concurrían con normalidad a las elecciones y tenían representación parlamentaria en las Cortes nacionales— y de actividad insurreccional, protagonizada esta en diversas zonas del norte del país por partidas aisladas y desorganizadas. Sin embargo, en agosto de 1872 el nuevo pretendiente, Carlos VII, decidió un levantamiento general contra la monarquía de Amadeo de Saboya, al tiempo que ordenaba a sus diputados que abandonasen el Congreso. Ese primer levantamiento —finalmente fracasado, tras la derrota carlista a comienzos de mayo en Oroquieta— no disuadió a los insurrectos de intentarlo nuevamente: su acción se vio favorecida, con toda claridad, por la proclamación de la República, que iba a significar un fuerte impulso para los partidarios del carlismo. De hecho, frente a los escasos apoyos que aquellos habían sido capaces de recabar hasta la fecha, muchos «burgueses y capitalistas, asustados ante el cariz que toma la revolución, retroceden y ven en don Carlos al hombre que puede equilibrar la situación». Fue así como «los empréstitos y los donativos se conceden a los carlistas con sospechosa celeridad, mientras anteriormente nadie daba un real por don Carlos». La abolición de la monarquía provoca, en suma, «una inflexión en los planes del alzamiento carlista», que pronto se transformó en una guerra abierta en zonas de Navarra y las provincias vascas y, aunque en mucha menor medida, en algunas zonas de Cataluña y el Maestrazgo2.


    En conclusión, la Primera Guerra de Cuba y la Tercera Guerra Carlista habrán no sólo de mantener a la República en una situación de conflicto bélico en los frentes interno y exterior sino también de contribuir, en gran medida, y esto es lo que aquí me interesa destacar, a enajenar la potencial base de apoyo al nuevo régimen, cuya debilidad estructural se derivaba en gran medida de las circunstancias históricas en que se produjo su propio nacimiento. La I República llegó «quemando etapas», tras una votación parlamentaria por abrumadora mayoría (258 contra 32) expresiva, sin embargo, de una unanimidad «que estaba muy lejos de ser real»3, de modo que la decisión en favor de la República de una Asamblea Nacional en la que se reunían el Congreso de los Diputados y el Senado y que estaba mayoritariamente formada por monárquicos (había 77 republicanos en un órgano parlamentario que sobrepasaba los 350 miembros) «vino a darles inesperadamente [a los republicanos] el poder cuando más lejos se encontraban de conquistarlo»4. Aunque, probablemente, muchos de los que votaron a favor de la República «pensaban que lo que se iba a instalar era un régimen similar a la monarquía de Amadeo, sólo que sin monarca»5, lo cierto es que se estableció una auténtica República que, como contemporáneamente afirmaría Emilio Castelar, habían traído en verdad «las circunstancias». De ese modo lo subrayó el diputado en la sesión de la Asamblea Nacional de 11 de febrero, en la que se votó la proclamación del nuevo régimen: «Nadie ha destruido la monarquía en España, nadie la ha matado. La monarquía ha muerto por una descomposición interior»6. Así las cosas, la existencia de los dos graves conflictos armados a los que acaba de aludirse, conflictos que exigieron la permanente movilización de efectivos militares, dificultó, entre otras muchas cosas, el cumplimiento efectivo de una de las más ansiadas reivindicaciones del movimiento revolucionario de 1868 y de la República en que aquel desembocó: la supresión de las quintas, un sistema de reclutamiento socialmente muy injusto que las clases medias y altas podían evitar mediante los mecanismos de la redención a metálico y el pago de soldados sustitutos.


    En realidad, la abierta desconfianza de las nuevas autoridades políticas hacia el ejército regular, el escasísimo número de generales proclives a la República —Contreras y Nouvilas, ambos «igualmente incompetentes», constituían la excepción—7, el malestar corporativo generado por la disolución del arma de artillería en los momentos postreros del reinado de Amadeo de Saboya —un conflicto que la República arrastrará con alto coste— y las diversas, y fracasadas, tentativas de estabilizar, siguiendo el ejemplo de la Milicia Nacional ideada por el liberalismo revolucionario, cuerpos armados con capacidad para sustituir a las tropas regulares (la Milicia de la República establecida por Pi y Margall o el sistema de cuerpos francos, que supuso «un completo fracaso por falta de respuesta» popular)8 crearon a la República un serio problema militar, que dificultó la solución de otro de los más graves desafíos con el que los hombres de 1873 tuvieron que enfrentarse: el de mantener y, en su caso, restablecer el orden público durante un período caracterizado por recurrentes conspiraciones palaciegas y levantamientos populares. No debe olvidarse a ese respecto que los graves problemas de orden público que el régimen hubo de arrastrar desde su proclamación influyeron decisivamente «en la confianza de la nación en su nuevo régimen» y fueron los causantes, «en gran medida, de determinar la actitud de los Gobiernos y del capital extranjero hacia la nueva República»9. Y es que, con la notable excepción de los Estados Unidos, que más allá de simpatías ideológicas esperaba de las nuevas autoridades un cambio sustancial de su política en las Antillas, Suiza fue el único Estado europeo que optó por reconocer la legitimidad del nuevo régimen. Por si todo lo apuntado fuera poco, hay que subrayar también, en esta esfera, la dificultad adicional que supusieron para la I República española los cercanos acontecimientos de la Comuna de París (18 de marzo a 28 de mayo de 1871), cuya rápida derrota no impidió que se extendiera por Europa una especie anticipada y generalizada de peur rouge.


    Pese a todo ello, los numerosos ejecutivos republicanos habrían estado, desde luego, en mejores condiciones para hacer frente con más posibilidades de éxito a la incesante avalancha de crisis de todo tipo que desde la proclamación de la República se vieron obligados a enfrentar si hubieran optado por un sistema de gobierno más equilibrado, es decir, más favorable a la estabilidad gubernativa. Lo cierto será, sin embargo, que, ante la ausencia de previsiones constitucionales al respecto —reténgase que, aunque el texto de 1869 siguió parcialmente vigente, su carácter monárquico lo hacía obviamente inservible para regular todo lo relativo a la elección y funcionamiento del poder ejecutivo—, se optó a fin de cuentas por un tipo de régimen de convención10, en el que la designación y el cese del gobierno (en ocasiones no sólo de su presidente, sino incluso de todos y cada uno de los ministros que componían el Consejo) dependía de la voluntad del parlamento. Debe tenerse en cuenta, en tal sentido, que en la misma declaración de 11 de febrero de la Asamblea Nacional en la que, a propuesta de Pi y Margall, se proclamó por amplia mayoría la República, se acordó también que se elegiría «por nombramiento directo de las Cortes un poder ejecutivo que será amovible y responsable ante las Cortes mismas». Lejos de aparecer, pues, como genuinos presidentes de la República, según cierta historiografía ha sostenido erróneamente de una forma muy simplista, Figueras, Pi y Margall, Salmerón y Castelar desempeñaron, sucesiva, pero exclusivamente, el puesto de jefe de Gobierno, jefaturas todas ellas sometidas, además, de forma permanente, a la voluntad de un parlamento muy indisciplinado internamente11, lo que explica también, aunque no sólo, la brevísima duración de sus mandatos respectivos.


    En realidad, las fechas de comienzo y fin de esos mandatos ponen de relieve, según se explicará más adelante, la absoluta incapacidad de la nueva élite republicana, que ocupó el poder en solitario desde la salida de los radicales del Gobierno, tras la fracasada tentativa de golpe de Estado del 23 de abril, para llegar a acuerdos amplios que pudiesen dar a la República un sólido sustento en las esferas política y social. Figueras fue jefe del poder ejecutivo durante cuatro meses (entre el 12 de febrero y el 11 de junio), Pi y Margall durante poco más de un mes (entre el 11 de junio y el 18 de julio), Salmerón durante algo menos de dos meses (entre el 18 de julio y el 7 de septiembre) y, finalmente, Castelar, durante un período similar al que ocupó la presidencia del ejecutivo el primero de la lista (entre el 7 de septiembre de 1873 y el 3 de enero de 1874). ¡Cuatro presidentes del Consejo en menos de un año! Marca, ciertamente, difícil de batir, y más aún si se tiene en cuenta que los Gobiernos superaron en número al de sus correspondientes presidentes, pues los dos primeros se vieron obligados a recambiar sus ejecutivos durante el reducido período de duración de su encargo gubernamental: Figueras nombró un primer gabinete el 11 de febrero y otro el 24, no transcurridas ni siquiera dos semanas; Pi y Margall, por su parte, designó un primer gabinete el 11 de junio y otro 17 días después, el 28, como continuación a un forcejeo con la cámara, tras el que el jefe del Gobierno logró finalmente obtener la confianza parlamentaria para ser él, y no la asamblea, quien nombrase directamente a los miembros del consejo12.


    Todos esos cambios, trágica muestra de una inestabilidad institucional extremadamente disfuncional para el buen gobierno de un país que, a lo largo de 1873, tuvo abiertos, además de otros gravísimos conflictos, una guerra civil y otra colonial, iban a ser, en todo caso, la expresión, y la consecuencia al propio tiempo, de una realidad histórica marcada por recurrentes conspiraciones y revueltas sociales y políticas. Así, ya con anterioridad al estallido de la gravísima rebelión cantonal, a partir de comienzos de julio de 1873, se sucedieron diferentes acciones ilegales, que, además de minar la base social de apoyo a la República, acabaron por colocarla contra las cuerdas, incluso antes de que los abiertos enfrentamientos en el interior del Partido Republicano Federal dictaran la sentencia final, que habría de conducir al abismo al nuevo régimen. Dejando de lado por el momento los enfrentamientos aludidos entre las distintas facciones federales, a los que en las páginas siguientes habré de referirme, lo cierto es que, apenas dos semanas después de proclamada la República, iba a producirse el primer intento de golpe de Estado impulsado por el Partido Radical. Surgido de la fusión entre el tradicional Partido Progresista y el grupo de los llamados cimbrios, que se habían escindido del Partido Demócrata cuando aquel decidió, durante el Sexenio, optar por la República y transformarse en el Partido Republicano Demócrata Federal, el Partido Radical será la única fuerza no republicana que compartirá con aquel el Gobierno de Figueras. La intentona golpista, que debe situarse, pues, en el contexto de las luchas de poder entre radicales y republicanos, se produjo el 24 de febrero: dimitido el jefe del Gobierno, que, apenas constituido el ejecutivo, se veía incapaz de mantener la coalición republicano-radical que lo sostenía en la asamblea, los radicales tratan de hacerse con el poder, pero su acción conspirativa se salda con un clarísimo fracaso y con su sucesivo aislamiento en el segundo Gobierno de Figueras, subsiguiente a la derrota de los golpistas, un Consejo en el que los ministros no republicanos van a tener una significación política ya muy poco relevante13. El fracaso no amilanó, sin embargo, al Partido Radical, que el 8 de marzo volvió a la carga, intentando un nuevo golpe de mano contra el poder constituido: abortada por segunda vez la estrategia de acabar por la fuerza con el dominio político de los republicanos, estos decidieron que la asamblea nacional, cuya composición les era claramente desfavorable según los resultados de las elecciones celebradas el 24 de agosto de 1872 (87 republicanos federales frente a 224 radicales), debía ser disuelta. Así se hizo, finalmente, aunque eligiéndose en su lugar una Comisión Permanente, que seguiría estando controlada por el Partido Radical14.


    El desenlace definitivo de este duro pulso entre las dos fuerzas fundamentales que sostenían la República se produjo finalmente con ocasión de la tercera tentativa de golpe de Estado que, el 23 de abril —transcurridos, por tanto, dos meses justos desde la primera conspiración—, organizó la dirigencia radical, ahora con el apoyo de parte del ejército y de los conservadores: «De esta manera, con el ánimo de evitar la República federal, los generales unionistas y los civiles constitucionales consintieron en una nueva aventura golpista», mucho más influida, ciertamente, por aquello a lo que se oponían que por lo que pretendían conjuntamente construir: «La habilidad de los partidos españoles para aunar esfuerzos en pro de la conjura se ponía de nuevo de manifiesto, así como la pertinaz ausencia de idea alguna sobre qué hacer el día después»15. Pero el golpe fracasó y los efectos de ese fracaso fueron tan inmediatos como claros: el gobierno decidió, en primer lugar, disolver la aludida Comisión Permanente, medida justificada «en que por su conducta y tendencias» aquella Comisión «se había convertido en elemento de perturbación y desorden, al querer suspender las elecciones y reunir a la Asamblea Nacional»16. Con importancia no menor, la fracasada intentona de abril supuso también, en segundo lugar, la salida definitiva de los radicales del Gobierno y, con ello, el comienzo de la llamada política de retraimiento electoral de todos los partidos españoles, excepción hecha, obviamente, del Republicano Federal, una política que convirtió a los federales en la única fuerza política que participó, como tal, en las elecciones a Cortes Constituyentes. Celebradas entre el 10 y el 13 de mayo, esos comicios supusieron, a la postre, por lo tanto, dejar a los republicanos federales como único soporte político de la I República española. En conclusión, «después del fracaso del 23 de abril quedaba terminada la primera fase de la República. La incómoda cooperación de federales y radicales estaba rota. Ahora era “la República para los republicanos” y los dirigentes federales quedaron frente a frente con sus propios extremistas, quienes, hasta finales de 1873, constituyeron la principal oposición»17.


    Comienza, entonces, una segunda etapa en el accidentado desarrollo del régimen republicano, marcada ahora por el hecho sobresaliente de que los enfrentamientos en la esfera de la dirección política estatal no serán ya los derivados de la diferencia de posiciones entre el Partido Republicano Federal y otras fuerzas, de manera especial el Partido Radical, sino los nacidos de las diferencias estratégicas y, a medida que avanzan los meses, de las estrategias contrapuestas, en el seno del primero, entre las que se denominarán sus facciones benévola e intransigente. De hecho, y como ha sido señalado con acierto, «la soledad republicana tendría como consecuencia el crecimiento de los intransigentes, la creencia de que se estaba en otra revolución, y, por ende, que se debería de hacer buena la teoría pimargalliana, es decir, la cantonalización de España»18. No debe olvidarse, en tal sentido, que ya con anterioridad a la apertura de la nueva fase de absoluto dominio republicano federal, algunos dirigentes del partido habían tenido que aplicarse a fondo no sólo contra la existencia de las juntas revolucionarias, cuya constitución había subseguido al triunfo de la Revolución de 1868 —Pi y Margall dictó, como ministro de la Gobernación, una circular, el 15 de febrero de 1873, recién constituido el primer Gobierno de Figueras, ordenando la disolución de aquellas juntas—, sino también contra los sucesivos intentos de declaración del Estado catalán. Estos últimos, a los que habré de referirme en su momento, pusieron muy pronto de relieve que la cuestión de la organización territorial iba a situarse en el centro de los enfrentamientos en el seno del movimiento federal.


    «Estoy hasta los cojones de todos nosotros»


    Sea como fuere, lo cierto es que el enfrentamiento entre las diferentes facciones que convivían en el interior del Partido Republicano Federal era mucho más antiguo que la República, que iba a hacerlas aflorar con un grado de radicalidad desconocido hasta la fecha. «Los Republicanos fueron más un movimiento que un partido», se ha apuntado con acierto. Y no sólo eso: su heterogeneidad nacía del hecho de que «el federalismo, más que un ordenamiento territorial de carácter histórico, era la resolución local a los problemas locales y del momento, con la fórmula política más ancha, llevada a cabo por hombres del lugar, que albergaban aún los métodos tradicionales de la revolución liberal hispana: el pronunciamiento y el juntismo como instrumentos de la construcción de abajo arriba del nuevo orden»19. Así ha podido verse previamente, en gran medida, al mencionar las intentonas radicales de romper por la fuerza el pacto de conciliación con los republicanos que sostuvo los primeros ejecutivos posteriores a la proclamación de la República. Pero así podremos comprobarlo, sobre todo, al referirnos, al final de este capítulo, al movimiento cantonal, influido por una retórica y unas formas más propias de la época de la gran revolución europea de finales del siglo XVIII —la francesa— que por las que caracterizaron las luchas políticas en buena parte de nuestro continente en los últimos compases del siglo XIX: mientras en Gran Bretaña y en los países nórdicos estaba ya planteada abiertamente la lucha por la parlamentarización de sus monarquías constitucionales respectivas, con el consiguiente avance de la democracia que ello iba a suponer20, en España se procedía a la constitución de Comités de Salud Pública, órganos políticos cuyas resonancias históricas retrotraían a coordenadas cronológicas completamente diferentes.


    En realidad, las divergencias dentro de nuestro republicanismo previo a La Gloriosa podrían personalizarse en las posiciones respectivas de los dos líderes políticos llamados a tener mayor protagonismo en el período que se abre con el triunfo de la Revolución. Emilio Castelar, abierto partidario de una política que fuera capaz de construir una República con la que pudieran identificarse el conjunto de las fuerzas liberales, defendió, en buena lógica con ello, la confluencia de progresistas, conservadores y demócratas, lo que, a su juicio, debería, además, contribuir a frenar las aspiraciones de los que no sólo exigían acabar con la monarquía sino también con el orden burgués que, según el gran tribuno español, habría de servir de base a una futura República española: «Del grupo castelarino salió un acuerdo con los progresistas en 1865, el Pacto de Ostende en 1866, la benevolencia con los radicales en 1871 y la tendencia conciliadora con estos mismos en la República de 1873». Frente a Castelar y los suyos se situaba el grupo que entonces comandaba Pi y Margall, cuyas ideas, mucho más radicales que las de Castelar, se concretaban en la consecución de una República federal y socializante que «no saldría más que de las bayonetas, esto es, del “derecho de insurrección”». De hecho, y por más que, como ha de verse, la evolución de los acontecimientos tras la proclamación de la República haría modificar a Pi y Margall sustancialmente sus posiciones anteriores, lo cierto es que «el discurso pimargalliano tuvo como principal resultado los pactos federales de 1869, que llevarían al levantamiento de ese año, al surgimiento de la facción […] intransigente que contaría sus actividades por insurrecciones durante el reinado de Amadeo de Saboya, y, finalmente, al cantonalismo de 1873»21.


    El primer gran punto de inflexión en el que iba a ser, andando el tiempo, un creciente enfrentamiento interno del movimiento republicano federal, se produjo con ocasión de los resultados de las elecciones generales celebradas en marzo de 1871 bajo el reinado de Amadeo de Saboya. Y es que, en contra de sus expectativas y esperanzas, los republicanos obtuvieron un pobre resultado: 48 escaños, menos incluso que los 62 de los carlistas, con los que habían formado una alianza electoral de pura conveniencia. El pobre consuelo de que esos resultados eran, supuestamente, la directa consecuencia de la corrupción electoral y los manejos del Gobierno no sirvió, en todo caso, para evitar que a partir de ese momento se abriera en el interior del Partido Republicano Federal una brecha, crecientemente agria, entre quienes, tras la derrota, plantearon una estrategia de colaboración con parte de los monárquicos y quienes se inclinaron por echar mano de la conspiración para derrocar por la fuerza a los que habían ganado los comicios. Castelar proclamó, así, en junio, en las Cortes, su voluntad de colaborar con el Partido Radical. Esa muestra de benevolencia fue entendida por muchos republicanos como una abierta traición del directorio del partido, pese a que los defensores de la colaboración republicano-radical la presentaran como un «movimiento táctico para apresurar la desintegración de los partidos amadeístas»22. La principal consecuencia de esa política de los benévolos, tan inmediata como, probablemente, inevitable, dada la pluralidad ideológica del movimiento republicano federal, fue el reforzamiento de la facción intransigente, que tampoco se caracterizará, precisamente, por su unidad ideológica y política. De ese modo, aunque los intransigentes madrileños presentaban ciertos caracteres que los amalgamaban entre sí —«rechazaban todo tipo de entendimiento con los partidos monárquicos», «clamaban incesantemente por la revolución armada» y «eran defensores de la independencia provincial»—, lo cierto es que «no constituían un grupo homogéneo, ni lograron crear una disciplina de partido», lo que ponía de relieve que «el intransigentismo era una actitud mental más que un programa político o social». Así lo subrayaba hace ya años Hennessy, uno de los mejores conocedores de ese período crucial en la historia política española.


    Para captar, en cualquier caso, la significación política y social de esa facción del republicanismo federal debe añadirse el hecho de que, en contraste con sus correligionarios de la capital, los intransigentes de provincias, sin los cuales no es posible comprender el futuro desarrollo del movimiento cantonal, se caracterizaban por una abierta desconfianza hacia todos los políticos de la capital, una desconfianza que no se dirigía sólo, en consecuencia, contra los monárquicos sino también contra los republicanos. Y es que lo que deseaban los intransigentes de provincias «era el manejo de los asuntos locales y la distribución de cargos, que estaba entonces en manos del Gobierno de Madrid». Los benévolos, en contraste, no sólo se mostraban más realistas en relación con el reconocimiento del verdadero peso social que tenía en España el movimiento republicano federal, sino que eran abiertamente partidarios de la actuación parlamentaria, con la consiguiente búsqueda de pactos y alianzas, frente a las estrategias de la conspiración y de la insurrección23. Muy pronto pudo verse, en consecuencia, que las diferencias entre esas dos facciones iban a traducirse en un abierto enfrentamiento sobre la forma de construir un Estado federal: mediante una estrategia de descentralización de arriba abajo, según sostenían los primeros; o a través de un movimiento de corte más confederal24, de abajo arriba, tal y como intentaron hacerlo los segundos, siguiendo las teorías de quien, Francisco Pi y Margall, habría de abandonar sus propios planteamientos tras comprobar sobre la propia realidad a lo que aquellos podían acabar por conducir.


    Proclamada la República, la pugna política entre benévolos e intransigentes, que no había hecho otra cosa que crecer desde la entronización de Amadeo de Saboya, iba a dominar la vida del nuevo régimen, sobre todo, y ya de un modo abrumador, tal y como antes se apuntaba, tras la ruptura de la conciliación entre radicales y republicano federales derivada del fracaso de la tercera de las intentonas golpistas organizadas sin tregua ni desmayo por elementos radicales en las semanas que mediaron entre el 24 de febrero y el 23 del mes de abril. Las elecciones a Cortes Constituyentes, que, contra toda lógica, se habían retrasado varios meses, se anunciaron por fin para la segunda semana de mayo, pero la convocatoria electoral iba a tener dos consecuencias combinadas, que aquí me interesa subrayar especialmente. A la primera de ellas he hecho ya referencia, de pasada, con anterioridad: los partidos, salvo, claro está, el que controlaba el poder ejecutivo, anunciaron que estaban decididos a no concurrir a los comicios, una decisión de retraimiento electoral de extraordinaria gravedad, pues no sólo dejaba aún más solos a los republicano federales, sino que los aislaba en la peor situación imaginable: la de unas Cortes Constituyentes que, además de elaborar la futura ley fundamental, deberían pronunciarse sobre la naturaleza territorial de la República (unitaria o federal), cuestión básica aplazada por la Asamblea Nacional que el 11 de febrero había proclamado la República. Al fin y el cabo, «el retraimiento no reflejaba indiferencia, sino abierta hostilidad al nuevo régimen»25. Así las cosas, los republicano federales obtuvieron 343 escaños de un total de 391, una mayoría aplastante frente a los candidatos individuales de otras fuerzas que, pese al acuerdo de los partidos monárquicos a favor de abstenerse de concurrir al proceso electoral, habían decidido optar por su cuenta a los comicios: con un acta de diputado se hicieron los republicanos-unitarios, con 20 los radicales, con siete los conservadores-constitucionales y, finalmente, con tres los alfonsinos26. El lastre que ello supuso fue, pues, fenomenal, pues una Constitución elaborada por uno solo de los partidos del país es, por definición, una Constitución que nace muerta. A ello debe añadirse que la participación electoral en las elecciones fue muy baja, «pues los temerosos de la violencia de los federales, los hastiados de una democracia que hurtaba la libertad y los retraídos esperanzados en la próxima caída del Gobierno eran la inmensa mayoría»27.


    La segunda consecuencia derivada de la apertura de las Constituyentes, no menos relevante que la que acaba de apuntarse, se produjo de lleno en el campo republicano federal. Y ello porque, tras la constitución de las Cortes, el partido de Castelar y Pi y Margall iba a aparecer más dividido que nunca hasta la fecha. Tanto, que el grupo parlamentario de los republicanos, que tendría que encargarse, entre otras tareas, de elaborar la Constitución de la República, quedaría dividido en tres fracciones, hecho que reducía de un modo sustancial la ventaja de contar con una mayoría parlamentaria abrumadora. Los intransigentes reunían en torno a 60 diputados y practicaron un radicalismo que perseguía dos objetivos primordiales: por un lado, la rápida consecución de una república federal, que habría de construirse, como se ha apuntado ya, de abajo arriba, es decir, mediante un movimiento de tipo confederal que, partiendo de los territorios, tendría que llegar a la total conformación de la federación. Una república que debería alcanzarse por vía legal y, si ello no fuera posible, echando mano de los métodos insurreccionales que resultasen necesarios. Ese sector del partido defendía, por lo demás, un gobierno de tipo convencional, «es decir, una Cámara que ejerciera una dictadura revolucionaria concentrando los tres poderes, Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y que eligiera una comisión ejecutiva miembro a miembro»28. Finalmente, y en el terreno de la política social, los intransigentes, cuya figura intelectual más significada era un marqués, el de Albaida, José María Orense, se mostraban partidarios de reformas emancipadoras, pero estableciendo claros límites con las reivindicaciones radicales de los internacionalistas.


    Abiertamente enfrentados a la fracción intransigente se encontraban los sectores más moderados del republicanismo —«federales por costumbre, más que por convicción»29—, que, liderados, de manera destacada, por Castelar y Salmerón, diferían de sus correligionarios en los métodos para conseguir los objetivos que según ellos el partido debería perseguir —la defensa de la actuación legal frente a la insurreccional—, pero también por su apoyo a una república ampliamente asentada en la sociedad, lo que exigía llegar a acuerdos con otras fuerzas políticas en la búsqueda de la estabilización del nuevo régimen. Además, rechazaban con claridad la confusión de poderes en un gobierno convencional y defendían, por el contrario, un sistema tradicional de separación entre legislativo y ejecutivo capaz de evitar la deriva del parlamentarismo hacia la dictadura de la asamblea. En medio de ambas fracciones, en fin, se situaban los centristas, más cercanos a los intransigentes en los objetivos y a los moderados en los métodos para llegar a su consecución. Aunque sus lealtades parlamentarias oscilaban en función de los asuntos objeto de debate, confiaban en que las Cortes Constituyentes fuesen capaces de impulsar la construcción de una república federal de arriba abajo, república que podría y debería actuar como un freno a la estrategia insurreccional de los intransigentes más radicalizados. Este grupo centrista, en el que Pi y Margall intentará sostenerse parlamentariamente para tratar de sacar adelante su política una vez nombrado jefe del Gobierno, era el «único que podía proporcionar una base política de conciliación, aunque había el peligro constante de que cualquier endurecimiento de la opinión de la derecha [lo] conduciría a apoyar a los intransigentes»30. No debe olvidarse, en ese sentido, la difícil posición de Pi y Margall, principal ideólogo, a su pesar, de la estrategia de los intransigentes, pero cuyo giro político hacia posiciones de orden determinó que quienes proclamaban seguir sus doctrinas pasasen a considerarlo como un auténtico traidor31.


    Tras los preceptivos trámites legales, las Cortes se constituyeron el 7 de junio y su primera decisión iba a tener ya una enorme trascendencia: la proclamación, casi por unanimidad (con sólo dos votos en contra), de la república democrática federal. El acuerdo en la cámara que de esta votación parecía deducirse estaba, sin embargo, muy lejos de existir en realidad. Y ello por dos motivos diferentes: porque no todos los diputados que habían votado a favor de la propuesta entendían lo mismo cuando en aquella coyuntura se hablaba de república federal; pero además, y sobre todo, porque su proclamación oficial dejaba abierto el enfrentamiento entre quienes consideraban que tras la declaración de las Cortes la organización federal del nuevo régimen debería llegar de la mano de la Constitución (de arriba abajo) y quienes, muy lejos de ello, entendían que deberían ser los territorios los que comenzasen, de abajo arriba, la construcción confederal de una España federal: «El problema que quedaba pendiente, y que ayuda a explicar la aparición del cantonalismo —ha señalado Fontana a tal respecto—, era que la organización federal no podía comenzar a establecerse hasta que se hubiese aprobado la Constitución que habría de definirla, y la impaciencia de las masas republicanas iba a avenirse mal con este nuevo aplazamiento de las promesas»32.


    Pronto iba a poder comprobarse, ciertamente, cómo ese enfrentamiento entre dos concepciones estratégicas que fueron alejándose más y más a medida que transcurrían las semanas tendría su inmediata traducción en la elección del nuevo poder ejecutivo33. Según procedía en buena teoría democrática, Figueras, que en una de las últimas reuniones del Consejo de Ministros había mostrado su hartazgo con una frase que, convertida en celebérrima, era perfecta expresión de la coyuntura que atravesaba la República («Estoy hasta los cojones de todos nosotros»), resignó sus poderes ante las Cortes Constituyentes que acaban de elegirse y el encargo de formar nuevo Gobierno le fue hecho a Pi y Margall, quien, en plena coherencia con su convencimiento sobre la urgencia de estabilizar la situación de la República, presentó un gabinete de conciliación de las diversas facciones del republicanismo. Pi se vio obligado, sin embargo, a retirar esa propuesta, ante el abierto rechazo del grupo intransigente de una cámara que acabaría finalmente por imponerle al político catalán los nombres de los componentes de su primer ejecutivo: el gabinete del 11 de junio, lejos de haber sido nombrado por quien lo presidía, lo fue, muy al contrario, íntegramente por las Cortes, que actuaban, de nuevo, como una verdadera convención. Aunque llegaba al poder con la voluntad de conciliación y el objetivo de estabilidad ya mencionados, el primer ejecutivo de Pi y Margall duró apenas dos semanas.


    Y ello porque la oposición de los intransigentes no sólo no cesó sino que llegó al punto de que su fracción parlamentaria manifestara solemnemente una decidida voluntad de retraimiento de las Cortes. Es verdad que no todos los miembros de la facción se retiraron de la cámara, y también que esa primera retirada no resultó, a la postre, duradera, pero la política obstruccionista del grupo intransigente desembocó en una nueva crisis de gobierno. Pi y Margall decidió entonces prescindir de esa facción en su nuevo gabinete que, nombrado íntegramente por él con el apoyo principal de Castelar y sus parciales, tomo posesión el día 28, armado de un programa de orden y progreso. La necesidad del primero era apremiante, pues, el mismo día en que se constituía el nuevo ejecutivo, recibió el flamante presidente un manifiesto en el que los diputados catalanes exigían la inmediata restauración del orden en Barcelona —en donde el día 19 del mismo mes de junio la milicia se había visto obligada a disolver un denominado Comité de Salud Pública instaurado en el ayuntamiento, mano a mano, por intransigentes e internacionalistas— y anunciaban que, de no adoptar el Gobierno las medidas oportunas, se procedería a proclamar a Cataluña como cantón independiente. Por eso no es de extrañar que tan sólo dos días después de constituido el nuevo ejecutivo, Pi y Margall obtuviese de la cámara poderes extraordinarios para hacer frente a la Guerra Carlista, poderes territorialmente limitados, por lo tanto, a las zonas del país donde el conflicto estaba activo: las provincias vascas, Navarra y Cataluña34. La República, como puede verse, sufría un acoso sin cuartel por sus extremos y uno de ellos, el que constituía la facción intransigente, no supo ver que su estrategia de abierta confrontación contra el Gobierno y, aún más allá, contra toda política de conciliación, podía terminar por dejar sin base social al régimen que acababa de nacer. De hecho, por más que los diputados que apoyaban al Gobierno insistieron en la cámara en que la aplicación de las medidas excepcionales se limitaría a los territorios mencionados y que, por tanto, se dirigirían contra los carlistas y no contra los federales que se oponían al nuevo ejecutivo, los intransigentes denunciaron el paso que su concesión podía suponer hacia la constitución de un ejecutivo autoritario. A ello contribuyó sin duda el rechazo por la mayoría de las Cortes de la propuesta intransigente de que la aplicación de las medidas de excepción se limitase a los territorios en conflicto con la sublevación carlista. Su desacuerdo con la medida, que les llevó a hablar de tiranía y pérdida de la democracia, llegó al punto de que el grupo intransigente anunciara el 1 de julio un nuevo abandono de la cámara, lo que supuso un durísimo golpe a la autoridad y estabilidad de la República.


    Pese al mar de dificultades e incomprensión en que se movía la política de Pi y Margall, frontalmente contestada por quienes, habiendo creído en él en el pasado, sostenían en las que fueran sus ideas uno de los males que, tras la caída de la monarquía, el periódico La Flaca, republicano de obediencia35, había denunciado como gravemente peligroso para la estabilización del nuevo régimen —el mal de la impaciencia36—, el político catalán seguía convencido de que la aprobación de una Constitución podría frenar los descontentos, al garantizar la efectiva realización del ideal federalista del republicanismo intransigente. Iniciado el mes de septiembre, y cuando ya la revolución cantonal había puesto el país patas arriba, lo explicaba Pi en las Cortes con extremada claridad: «Todo lo he hecho considerando que si discutíamos la Constitución, si dábamos lugar a que las provincias se pudiesen convertir en estados federales, si satisfacíamos la sed de reforma que había en el país, se podrían evitar las perturbaciones y desórdenes que después han venido»37. Por eso, el 17 de julio, apenas tres semanas después de la formación del segundo de sus ejecutivos, los principales partidarios de Pi y Margall lograron llevar a las Cortes un Proyecto de Constitución Republicano Federal, redactado, de su puño y letra, por Emilio Castelar. Pero entonces era ya, sin embargo, demasiado tarde para el jefe de Gobierno de la I República española, a quien los gravísimos acontecimientos de la segunda semana de julio privaron de cualquier posibilidad de futura iniciativa. El día 9 tuvo lugar una gran derrota de las tropas republicanas a manos de los carlistas en Alpens (Barcelona), derrota que hizo cundir el pánico por la capital del Principado y que, aunque finalmente controlada, deterioró gravemente la imagen de Pi y Margall en Cataluña. La gravedad de ese fiasco militar iba a resultar, en todo caso, incomparable con los sucesos de Alcoy38, en donde una huelga de la industria papelera fue el detonante de un auténtico motín que, dirigido por los internacionalistas, acabó aterrando a millones de españoles: numerosos asesinatos «fueron inmediatamente sacados a la luz en una serie de relatos de atrocidades en que [el periódico republicano] La Igualdad rivalizó con la prensa de derechas en contar cómo fueron paseadas por la ciudad las cabezas de los asesinados clavadas en picas, las mujeres, violadas, y otras víctimas, untadas de parafina y quemadas»39. Cuando el día 12 de julio se produjo la sublevación de Cartagena, la suerte para el Gobierno de Pi y Margall y, quizá ya, para la I República española, estaba echada.


    «¿El Proyecto de Constitución? Lo quemasteis en Cartagena»


    Los sucesos de Cartagena no fueron exclusivamente, en todo caso, el detonante de una rebelión cantonal que iba a poner en posición de jaque mate a la República: significaron, al mismo tiempo, el punto de llegada de un comportamiento irresponsablemente faccional por parte del grupo intransigente del republicanismo nacional. Hemos visto ya cómo ese grupo optó por el retraimiento parlamentario tras la formación del primer Gobierno de Pi y Margall y, nuevamente, después de que su segundo ejecutivo recibiera de las Cortes poderes excepcionales para enfrentarse a los carlistas. Esa actitud supuso, como ha sido apuntado con razón, no sólo «una medida desproporcionada» frente a los objetivos que los intransigentes decían perseguir, sino también «un voto de censura a Pi y Margall de aquellos que ahora se consideraban como los únicos federales genuinos y que no tenían escrúpulos para recurrir a la fuerza física si no conseguían sus propósitos por vía constitucional en las Cortes»40. Buena prueba de ello es que los intransigentes no limitaron a la acción parlamentaria, por más radical y antisistema que aquella pudiera resultar, su lucha contra el republicanismo centrista y moderado y, en última instancia, contra la conciliación de todas las facciones del partido que resultaba de todo punto indispensable para estabilizar a la República. No puede olvidarse, a ese respecto, que ya el 10 de junio, con Figueras aún en la presidencia del Consejo, dos generales de adscripción intransigente (Contreras y Pierrad) habían intentado dar un golpe de Estado en la capital de España «para iniciar la República federal al margen del Gobierno, las Cortes y la Constitución en ciernes»41.


    En realidad, las cosas se sucedieron de tal modo y a tal velocidad en el período que medió entre la huida a Francia de Figueras —tan asustado por la disparatada marcha del país como apesadumbrado por la reciente muerte de su esposa— y la rebelión cantonal que puso a Pi y Margall, su sucesor, contra las cuerdas, que la ya referida presentación del Proyecto de Constitución Republicano Federal el 17 de julio se produciría en las Cortes Constituyentes de un país que estaba a punto de entrar parcialmente en pie de guerra: es decir, en otra guerra, la cantonal, que se unía a la que se libraba en el exterior contra la insurrección cubana y en el interior frente al carlismo. El 18 de julio, el presidente del Consejo presentó, al fin, su dimisión, con lo que las diferencias irreconciliables en el seno del republicanismo federal se cobraban una segunda pieza en poco más de un mes y dejaban a la República todavía más huérfana de apoyos. Pi, que veía un día antes de su marcha culminado el objetivo en el que había puesto tanto empeño y tantas esperanzas —llevar a las Cortes Constituyentes un proyecto de ley fundamental cuyo debate y posterior aprobación debería permitir a aquellas, a su juicio, cumplir la misión política y jurídica para la que habían sido convocadas—, daba cuenta el propio día 18, en una comunicación que se leía a la cámara en su nombre, de la profunda decepción que explicaba su renuncia: «No he podido resolver la crisis con arreglo a lo que me prescribían mi razón y mi conciencia», admitía el ya ex presidente del Gobierno, para proclamar seguidamente: «Entiendo yo que dada la grave situación del país y los graves peligros que amenazan a la República y a la Patria, sólo será posible un Ministerio en que aunadas en un sentimiento común todas las fracciones de la Cámara, pudiese hacer frente a las necesidades de la guerra y contener el movimiento de disgregación que ha empezado en algunas provincias. No me ha sido posible realizarlo»42.


    La dimisión de Pi y Margall, aceptada por las Cortes por unanimidad, fue seguida de un sorprendente resultado en la votación parlamentaria celebrada el mismo día y en la que Nicolás Salmerón resultó elegido para sustituir al político catalán en la jefatura del Consejo: y es que mientras el segundo obtuvo 119 votos, Pi alcanzó 93. Salmerón, cuya presidencia fue tan breve como la de su predecesor (resistió poco más de mes y medio al frente del Gobierno), hubo de enfrentarse, además de a otras muchas dificultades económicas, sociales y políticas, a una insoportable división interna en el seno del movimiento republicano federal, y a la que iba a ser, a la sazón, su más grave e inmediata consecuencia: la revolución cantonal que, como reguero de pólvora, se extendió por una parte de España tras la sublevación de Cartagena. Antes de referirse a todo ello toca, sin embargo, analizar lo sucedido con el Proyecto de Constitución Republicano Federal, que iba a suponer, a fin de cuentas, la única muestra de federalismo genuino en medio de una auténtica galerna en la que una extraña mezcolanza de confederalismo, provincialismo, cantonalismo e internacionalismo darían al traste con la posibilidad de asentar un verdadero sistema de descentralización del poder territorial que, como el del fallido proyecto constitucional, resultase al fin y al cabo equiparable a lo que era entonces en el mundo la experiencia federal.


    He apuntado ya que el Proyecto, debido a la pluma personal de Castelar, entró en la cámara el día 17 de julio, no sin que antes aquella hubiera adoptado diversas decisiones respecto del proceso constituyente en el que el parlamento estaba embarcado desde su constitución. La principal, la creación, justo un mes antes, el 16 de junio, de una Comisión de las Cortes que, formada por veinticinco miembros, habría de encargarse de «redactar y someter a aquellas el proyecto de ley fundamental de la República federal española»43. En el clima de crispación general que vivía el país y que tenía su reflejo inevitable en las actividades de la Constituyente, los trabajos de la comisión debieron avanzar poco pese a los constantes apremios que en tal sentido se le hicieron. Pero, por fin, mediado julio, entró en las Cortes el «Proyecto de Constitución Federal de la República española» que, más allá de la nula relevancia jurídica de un documento que jamás entró en vigor, tendrá políticamente una importancia indiscutible, al ser la primera propuesta constitucional de la historia política española que trataría de buscar una solución a una cuestión que no haría otra cosa que agudizarse con el tiempo: la de la organización territorial de nuestro Estado. De hecho, y con la excepción de la Constitución canovista de la Restauración, los textos que sucesivamente se aprobaron en España (el de 1931 y el 1978, ahora vigente) recuperarían de nuevo esa cuestión para tratar de buscarle, en cada uno de los dos casos, una posible solución.


    Por razones que tienen que ver, obviamente, con el objeto de este libro, no me centraré seguidamente sino en la regulación del Proyecto respecto de la ordenación territorial del nuevo Estado44. El punto de partida en tal sentido, incluido en el mismo frontispicio del preámbulo45, no era otro que el de que la República descansaba, a juicio de las Cortes, en un pacto federal, pacto que daba lugar al nacimiento de una nación española que se componía, según el propio preámbulo, de «los antiguos reinos de la monarquía», con lo que trataba de conciliarse la creación de una federación de nueva planta y la previa existencia de la división en provincias vigente en España desde 1833, de modo que los estados «conserven, si quieren, las provincias o regulen a su arbitrio la más conveniente y sabia división territorial». Esos estados, un total de 17, entre los que la ausencia de la región leonesa llama profundamente la atención, eran, siguiendo, como sostenía el preámbulo, «nuestros recuerdos históricos y nuestras diferencias», los siguientes: Andalucía-Alta, Andalucía-Baja, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla-La Nueva, Castilla-La Vieja, Cataluña, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto-Rico, Valencia y Regiones Vascongadas (art. 1). Tras añadir el precepto, en coherencia con lo apuntado en el preámbulo, que los estados podrían conservar las provincias existentes o modificarlas según sus necesidades territoriales, añadía el 2 que las Islas Filipinas, Fernando Poo, Annobón, Corisco y los establecimientos de África componían territorios que, a medida de sus progresos, podrían elevarse a la categoría de estados por decisión de los poderes públicos.


    El título del Proyecto relativo a la regulación de esos poderes (el III) partía de una declaración que se contenía igualmente en el preámbulo: «En la organización de los poderes públicos hemos seguido las ideas más pura y genuinamente federales». Desarrollando tal criterio, el título se abría con la proclamación de que la forma de gobierno de la Nación española era la República federal (art. 39) y en él se incluía el principio de que la soberanía residía en todos los ciudadanos y se ejercería por los organismos políticos de la República (art. 42), a saber por el municipio, el estado regional y el Estado federal o nación (art. 43). Este precepto añadía, además, un sistema de clara jerarquización política entre tales organismos: y así, tras proclamar que la soberanía de cada uno de ellos reconocía por límites los derechos de la personalidad humana, añadía el Proyecto que el municipio reconocería los derechos del estado y éste, a su vez, los de la federación. Pero mientras que, en buena lógica con el carácter federal del Estado, los municipios encontraban una escasa regulación en el Proyecto (tan sólo los artículos 106 a 109, constitutivos del título XIV), la de los estados era mucho más extensa y detallada. El título XIII del documento, dedicado a la cuestión, disponía dos principios esenciales para garantizar la descentralización que pretendía: que los estados tendrían completa autonomía económico-administrativa y toda la autonomía política compatible con la existencia de la nación (art. 92) y que quedaban facultados para darse una Constitución política que no podría en ningún caso contradecir la nacional (art. 93). Aunque tal autonomía constitucional quedaba limitada por la disposición de que los estados sujetarían sus Constituciones al juicio y sanción de las Cortes federales —que examinarían si aquellas respetaban los derechos de la personalidad humana, los límites de cada poder y los preceptos de la Constitución federal (art. 102)—, lo cierto es que no resultaba extraño que, a partir de declaraciones del tenor de las que acaban de apuntarse, el Proyecto previese en materia organizativa que los estados nombrarían sus respectivos gobiernos y asambleas legislativas por sufragio universal (art. 94), nombramiento y elecciones en los que no podría intervenir de ningún modo el poder federal (art. 95). El Proyecto especificaba, más adelante, en esta línea, que los estados constituirían sus poderes con entera libertad, pero con analogía al tipo federal, y dividiéndolos en los tres fundamentales de legislativo, ejecutivo y judicial (art. 101). Los restantes preceptos del título presentaban un contenido competencial en mayor o menor grado, salvo los tres que lo cerraban (arts. 103 a 105): según ellos, los ciudadanos de un estado gozarían de todos los derechos que fueran en todos los demás asociados a la condición de ciudadanos, ningún nuevo estado podría ser erigido o formado en la jurisdicción de otro estado, ni, por último, podría formarse un nuevo estado por la reunión de dos o más sin el consentimiento de las Cortes de los estados interesados y la sanción de las Cortes federales.


    Finalmente, y todavía en esta esfera de la organización de los poderes públicos, regulaba el Proyecto con detalle el impacto que el principio federal tendría sobre la organización de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial de la federación. En relación con el primero, el texto disponía que, para la elección del presidente y vicepresidente de la República, los electores votarían en cada estado una junta compuesta del doble número de individuos del que enviasen al Congreso y al Senado federales (art. 83). Respecto a la organización del poder legislativo, se preveía la creación de un Senado típicamente federal: según el artículo 52, los senadores serían elegidos por las Cortes de sus respectivos estados, que enviarían cuatro por cada estado, fuera cual fuera su importancia y número de habitantes46. Además, el artículo 70, tras negar al Senado la iniciativa de las leyes, le otorgaba el poder de examinar, con facultad de veto, entre otras cosas, el control sobre la adecuación de las leyes a las facultades de la federación o a la Constitución. Si el Senado declaraba que no existía contradicción a ese respecto, las leyes podrían promulgarse, pero, en caso contrario, se preveía un mecanismo de conciliación entre poderes (Congreso, Senado y poder ejecutivo) que le permitía a la cámara federal plantear vetos anuales, hasta un total de tres, agotados los cuales la ley sería promulgada como tal. El impacto federal respecto al poder judicial se ponía, en fin, de relieve en la conformación nuevamente federal del Tribunal Supremo del Estado, que se compondría de tres magistrados por cada uno de los estados de la federación (art. 73), y órgano al que se otorgaba, por primera vez en la historia política española, la función de controlar la constitucionalidad de las leyes (art. 70). De este modo, al poder de control político de la constitucionalidad de las leyes por parte del Senado, añadía el Proyecto las facultades que se otorgaban al Tribunal Supremo Federal para suspender las leyes del poder legislativo contrarias a la Constitución (art. 77) y resolver los litigios entre los estados (art. 78) y entre los poderes públicos de un mismo estado (art. 79). Por añadidura, y como veremos de inmediato, sería facultad de la federación la de resolver las cuestiones territoriales y de competencias entre los estados (título V, apartado 4)47.


    El último aspecto del Proyecto que, a los efectos de este estudio, merece un tratamiento detenido es el relativo a la regulación competencial del nuevo Estado federal que en aquel se preveía. Su preámbulo aportaba ya en tal esfera una declaración que luego el texto constitucional concretaría de una forma pormenorizada: «A la Nación le hemos dejado solamente las facultades que le son esenciales, aquellas sin las que no podría vivir ni representar su ministerio de progreso en el mundo moderno». En consonancia con ello, el primer artículo del documento dedicado a disciplinar las competencias, el 40, establecía un sistema general guiado por un principio que hoy denominaríamos de subsidiariedad: «En la organización política de la Nación española todo lo individual es de la pura competencia del individuo; todo lo municipal es del municipio; todo lo regional es del Estado, y todo lo nacional de la Federación». Ese principio se especificaba luego en lo referido a la división de competencias entre la federación y los estados en los títulos V y XIII, al segundo de los cuales me he referido ya parcialmente con anterioridad. Bajo la rúbrica «De las facultades correspondientes a los poderes públicos de la Federación», el título V adscribía el Proyecto de la I República española en materia de reparto de competencia entre la federación y los estados federados, aunque no sólo en esta como muy pronto se ha de ver, al que era entonces el ejemplo federal por excelencia: el de unos Estados Unidos que no estaban por entonces lejos de cumplir su primer siglo de existencia, país cuya Constitución de 1787 había seguido el sistema de enumerar las materias de competencias federales dejando todas las demás a los estados federados.


    Siguiendo ese criterio, el Proyecto reservaba a la federación en el título citado (V) las facultades sobre toda una serie de materias, lo que suponía dejar las restantes al poder de los estados o de los municipios, aunque con las precisiones, respecto a los primeros, del título XIII ya citado. De este modo, las materias que se reservaban a la federación (un total de 23, según un precepto que sorprendentemente carecía de numeración) podían agruparse, por su contenido material, en varios grandes grupos: las relativas a la política exterior (relaciones exteriores, tratados de paz y comercio y declaración de guerra), a la unidad territorial y los conflictos entre estados (conservación de la unidad y la integridad territorial y arreglo de las cuestiones territoriales y de las competencias entre estados), a la defensa (fuerzas de mar y tierra y nombramientos de todos sus jefes), a las comunicaciones y transportes (correos, telégrafos, ferrocarriles, caminos generales, medios de comunicación marítima y terrestre, obras públicas de interés nacional, iluminación de las costas), a la unidad económica y jurídica (deuda y empréstitos nacionales, contribución y rentas necesarias para el mantenimiento de los servicios federales, códigos generales, unidad de moneda, pesos y medidas, aduanas y aranceles, envío de los delegados a los estados para la percepción de los tributos y el mando de las fuerzas militares encargadas de velar por el cumplimiento de las leyes federales), al gobierno colonial (gobierno de territorios y colonias), economía general (sanidad, navegación, montes, minas, canales generales de riego, bienes y derechos de la Nación), educación común (establecimiento de una Universidad federal y de cuatro escuelas superiores de agricultura, artes y oficios en los cuatro puntos de la federación determinados por ley) y, finalmente, mantenimiento y restauración del orden público general (conservación del orden público federal y declaración del estado de guerra civil y restablecimiento de la ley por medio de la fuerza en caso de motín o sublevación que comprometiesen los intereses y derechos generales de la sociedad en cualquier punto de la federación).


    Tan sólo figuraban, pues, como excepciones al reparto de competencias entre estados y federación que se derivaba de todo lo apuntado, las que nacían de las especificaciones al respecto contenidas en el título XIII, relativo a la regulación de los estados: a saber, que estos regirían su política propia, industria, hacienda, obras públicas, caminos regionales, beneficencia, instrucción y todos los asuntos civiles y sociales no reservados a la federación por el texto de la Constitución (art. 96), que podrían levantar empréstitos y emitir deuda pública para promover su prosperidad interior (art. 97), que tendrían la obligación de conservar un instituto de segunda enseñanza en cada una de las provincias entonces existentes y la facultad de fundar Universidades y escuelas especiales (art. 98) y que regularían a su arbitrio, y bajo sus expensas, su organización territorial (art. 100). Tales especificaciones competenciales se completaban, por último, con una doble prohibición, que afectaba de un modo sustancial al mantenimiento de la propia República federal: la de que no podrían los estados legislar contra los derechos individuales, la forma democrática republicana, la unidad e integridad de la patria o la Constitución de la República (art. 99); y la de que los estados no podrían mantener más fuerza pública que la necesaria para la policía y seguridad interior (art. 101), precepto este que el legislador constituyente especificaba con gran detalle al determinar las facultades de la federación para garantizar la paz general en los estados, distribuyendo a su arbitrio y sin el consentimiento de aquellos, la fuerza nacional; al prohibir a los estados apelar a la fuerza de las armas unos contra otros; y al disponer que cuando un estado o parte de él se insurreccionase contra los poderes públicos de la nación quedaba obligado a pagar los gastos de guerra.


    Según resulta fácil de observar comparando el Proyecto cuyos contenidos en materia de organización territorial acaban de estudiarse y la Constitución aprobada en Norteamérica en 1787, la influencia de la Constitución de los Estados Unidos en el frustrado documento constitucional de la I República española resulta más que notable48, tanto en la esfera de la terminología federal como en la concreta regulación de muy variados aspectos de la ordenación territorial. Así, se hablaba en relación con lo primero, al igual que en la ley suprema adoptada en Filadelfia, de estados federados, de Constituciones estatales o de Tribunal Supremo federal. Pero las similitudes entre ambos textos no se limitan a las cuestiones terminológicas, sino que se extienden, con mucha mayor relevancia, tanto a los aspectos orgánicos como a la técnica para el reparto de las competencias entre la federación y los estados. Nada añadiré a lo ya apuntado previamente en relación con esto último. Por lo que se refiere a la organización de los poderes, la influencia del modelo elegido por los federalistas del otro lado del Atlántico a finales del siglo XVIII debe considerarse, sin duda, muy notable, como quedaba de manifiesto en la concepción del Senado (elegido, al igual que en los Estados Unidos de entonces, por los legislativos de los estados y de composición igualitaria, al margen de la población de cada uno de los mismos), en el mecanismo de elección del presidente de la República, que, como el presidente norteamericano, sería designado por un colegio electoral cuyo número de miembros se ponía en directa relación con el número de congresistas y senadores enviados por los estados al parlamento federal o, por último, aunque sin ninguna pretensión de ser, en este ámbito exhaustivo, en la regulación de las competencias del Tribunal Supremo en la esfera del control de la constitucionalidad de las leyes (judicial review of legislation en los Estados Unidos) y la aplicación de la cláusula de prevalencia del derecho federal sobre el de los estados (supremacy clause, en los Estados Unidos)49.


    Aunque haciendo balance de los contenidos federales del Proyecto de 1873, algunos autores han emitido sobre él diversos juicios críticos, incidiendo, por ejemplo, en que «la división de competencias era claramente favorable a la federación»50, o en que el texto «dejaba sin resolver el tema fundamental de las atribuciones de los estados», como consecuencia de la supuesta «vaguedad» de su artículo 4, antes citado51, personalmente no creo que, analizado el Proyecto en su conjunto y, más aún en su coyuntura, puede llegarse a otra conclusión que la de que estamos en presencia de un documento constitucional netamente federal, perfectamente comparable a los de esa naturaleza que existían entonces en el mundo: los de Estados Unidos, Suiza, Canadá y, con los necesarios matices, Alemania. Pero es que, además, la experiencia histórica de todos esos Estados federales y la de los que se unirán a ese grupo con posterioridad, prueba de una manera incontestable que el federalismo es, por un lado, un fenómeno plural y, por el otro, una realidad en constante evolución52. Lo primero significa que las peculiaridades indudables del modelo federal que se establecía en el Proyecto constitucional de la I República española no eran, a la postre, diferentes de muchas de las que caracterizaban y diferenciaban entre sí los demás Estados federales de la época. Lo segundo, muy relacionado con lo que acabo de apuntar, que, de haberse asentado el régimen político de la I República, sólo el desarrollo jurídico y político concreto de una Constitución de indudable naturaleza federal y la evolución de sus previsiones a lo largo de la historia hubiera permitido comprobar el tipo específico de federalismo que se habría ido estableciendo en nuestro país, tipo que, como demostrará la experiencia de Estados Unidos53, entre otras muchas, experimenta siempre con el paso del tiempo cambios muy notables.


    La frustración del Proyecto de Constitución Republicana Federal de 1873 hizo imposible, en suma, llegar a saber qué tipo concreto de Estado federal se hubiera establecido finalmente en España como consecuencia de la aplicación de lo que en aquel se disponía. Es más, la práctica ausencia de un debate constituyente digno de tal nombre impidió conocer qué cambios podían haberse introducido en el texto que entró en las Cortes el 17 de julio, texto que fue objeto de inmediato de un voto particular impulsado por la fracción intransigente de la cámara. Firmado por los diputados Quintero, Cala y Benot54, el voto particular fue retirado posteriormente, el 8 de agosto, «a fin de facilitar la discusión» del Proyecto de la mayoría55, pero ello no resta interés a un texto «que expresaba por escrito las pretensiones de la minoría republicana exaltada, que difería de la propuesta mayoritaria en puntos esenciales de la organización territorial del poder, pues mientras que la mayoría propugnaba una organización de base regional, la minoría apoyaba la estructura territorial de las provincias, al tiempo que, frente al federalismo descentralizador de la mayoría, se propugnaba por la minoría un federalismo pactista al estilo de Pi y Margall»56.


    Ciertamente, con una sistemática muy diferente a la del Proyecto de Constitución, el voto particular57, que dedicaba a la regulación de los derechos y sus garantías la mayor parte de su contenido (59 artículos de un total de 104) y que era, sin duda, mucho más defectuoso que el texto de la mayoría desde el punto de vista de la técnica jurídica, diseñaba un Estado que respondía, desde la perspectiva de su organización territorial, a una confusa mezcla de principios federales y confederales, término este que aparecía, de hecho, en el articulado del documento en diferentes formas léxicas. En todo caso, lo más fundamental residía en el hecho de que frente al Proyecto de 1873, construido sobre la idea básica, ya apuntada, de que los nuevos estados de la República serían los antiguos reinos del territorio de la monarquía que se federalizaba, la idea motriz del voto particular consistía en la proclamación de que el pacto entre cantones se situaba como base de la futura República federal española. Y así, tras afirmar que los organismos políticos de aquella serían el municipio, el cantón y el Estado (art. 60), se disponía en relación con lo segundo que el pacto de las provincias entonces existentes constituiría el cantón, teniendo en cuenta la proximidad geográfica y las relaciones naturales y económicas (art. 61). De tal diversidad de concepciones se derivaba una primera e inmediata consecuencia: mientras el Proyecto de Constitución determinaba con toda claridad, según hemos visto previamente, cuáles eran los estados de la federación, el voto particular no podía sino guardar silencio a ese respecto, dado que los cantones habrían de constituirse, según sus principios, como consecuencia de los pactos que se celebrasen entre provincias tras la entrada en vigor de la propia ley fundamental.


    No es por eso de extrañar que, concebida la federación como el resultado del pacto de los cantones, el voto particular de la fracción intransigente dedicase un largo artículo, el 67, a esos pactos cantonales, que se configuraban como la base sustentadora del futuro Estado federal. Según el citado precepto, las provincias se reunirían en cantones en uso de su autonomía a través de pactos cantonales que formarían parte de la Constitución. Los cantones, que reconocían su recíproca autonomía, se declaraban, además, iguales en entidad política y, lo que resultaba altamente significativo del alma confederal que, junto a la federal, recorría el texto del voto particular, conservarían «toda la plenitud de su soberanía no delegada expresamente en la Constitución nacional». En coherencia con ello, el mismo precepto determinaba que los cantones, que se federaban en igualdad de derechos imprescriptibles, se confederaban «para resistir todo ataque exterior y todo desorden interior, asegurando la independencia de la patria y protegiendo la libertad y los derechos de los confederados». Aunque del reparto de competencias entre la federación y los cantones, regulado con una técnica jurídica manifiestamente mejorable, parecía deducirse que los autores del voto particular estaban pensando en un poder federal con menos facultades de las que a aquel le otorgaba el Proyecto de Constitución y, en congruencia con ello, en unos cantones con más facultades de las que el Proyecto le confería a los estados, lo cierto es que, de todos modos, el texto dejaba clara constancia de prescripciones destinadas a asegurar la unidad nacional: entre otras, que los cantones nunca se aliarían ni se agregarían a otras naciones, ni se separarían de la española, ni menoscabarían la unidad de la patria, ni amenguarían la integridad del territorio; que darían al Estado federal el contingente que les correspondiese en milicia movilizada cuando lo exigiesen las Cortes de la federación y que contribuirían en proporción de su riqueza a los gastos del gobierno federal; que no restringirían, tampoco, los cantones, con impuestos el tránsito por tierra o por agua, ni gravarían con contribuciones las materias ya gravadas con impuestos federales; que se prohibían taxativamente las aduanas interiores; o, en fin, que ningún cantón ajustaría con otro pactos de carácter puramente político, aunque podrían celebrar libremente los convenios que estimasen necesarios sobre objetos de legislación, administración o justicia.


    Como antes he apuntado, los autores del voto particular decidieron retirarlo el 8 de agosto y tres días después, el 11, comenzó en las Cortes el debate del Proyecto de Constitución Republicano Federal. Un debate que, en verdad, no pudo ser más breve, pues se extendió entre el 11 y 14, lo que sólo permitió un turno e intervenciones a favor del Proyecto y otro en contra y determinó que quedasen fuera de la discusión parlamentaria un gran número de enmiendas parciales al texto, la mayoría de las cuales iban referidas a la que sin duda era su más polémica y novedosa aportación al constitucionalismo español de aquella época: la relativa a la ordenación federal del nuevo Estado que pretendía establecerse mediante la ley fundamental. Dado que no es posible dejar aquí constancia de las intervenciones parlamentarias que tuvieron lugar sobre el Proyecto constitucional en las cuatro sesiones que dedicó el parlamento de 1873 a su debate, recurriremos al breve resumen que sobre él ha realizado una de sus mejores conocedoras, Isabel Casanova, autora de la única edición crítica del texto, que, además de muy exhaustiva, es de una extraordinaria calidad. Lo primero que Casanova destaca, en tal sentido, es que «el texto supuso un fracaso más de la política conciliadora tantas veces intentada por los distintos Presidentes del Poder Ejecutivo a lo largo de la existencia de la República […] ya que el Proyecto constituyente no satisfizo prácticamente a casi nadie, siendo no sólo repudiado desde los distintos frentes, sino también relegado a un segundo plano a consecuencia de los distintos y heterogéneos focos de conflicto existentes en la última etapa republicana»58. Ciertamente, el documento, que llegó a la cámara «después de los sucesos de la segunda semana de julio que destruyeron totalmente el concepto de conciliación»59, fue debatido en plena rebelión cantonal, lo que, entre otros factores, explica el profundo desacuerdo sobre él tanto entre los diputados de los diferentes partidos de las Cortes que, pese a la política de retraimiento, habían logrado entrar en la cámara como, sobre todo, entre las diferentes fracciones del republicanismo.


    En efecto, el Proyecto fue rechazado por los diputados conservadores y radicales y por el grupo federal intransigente, sin que los tímidos y vacilantes apoyos por parte de las fracciones centrista y derechista del movimiento republicano fueran suficientes para sacarlo adelante: «La intervención de León y Castillo expresa la disconformidad conservadora con la propuesta constitucional de otorgar al Estado una estructura federal en razón del riesgo anarquizante y socializador del federalismo propuesto por Pi y Margall, capaz de operar como disolvente de la unidad nacional. Los radicales, partidarios de la Constitución de 1869 y dispuestos, a lo sumo, salvo algunas excepciones, a aceptar la República en su versión unitaria, se oponen, a través del diputado Becerra, a la organización territorial establecida en el Proyecto, por considerarla inadecuada a la tradición histórica española y a la tendencia generalizada del constitucionalismo europeo de la época. Y, por último, [debe destacarse] la posición intransigente respecto a la nueva configuración constitucional del País propuesta en el Proyecto sometido a la consideración de la cámara y, en consecuencia, sus motivos de discrepancia [que] quedan suficientemente expuestos en el voto particular que el grupo presenta como propuesta alternativa al texto propuesto por la mayoría de la comisión [… ]. [Una] posición minoritaria que, por lo demás, se haría suficientemente explícita en el transcurso de los debates a través de las intervenciones de los intransigentes Cala y Casalduero»60.


    Aunque no es necesario exponer una argumentación sofisticada para probar el hecho obvio de que, ante un panorama como ese, la unidad republicana resultaba vital para asegurar no ya la estabilidad sino incluso la continuidad del nuevo régimen, lo cierto será que, muy lejos de toda política de búsqueda de acuerdos, la fracción intransigente del republicanismo se lanzó en tromba a apoyar una rebelión cantonal que iba a acabar siendo, a fin de cuentas, el canto del cisne de la I República española. Una rebelión que, ciertamente, comenzaría por cerrar toda posibilidad de que aquel Proyecto de Constitución, que, redactado por Castelar, había entrado en las Cortes en medio de una amplia desconfianza hacia sus concretos contenidos, llegase a aprobarse como la ley fundamental de una nación española de naturaleza federal. Habrá de ser, no casualmente, el propio Castelar quien, en la sesión de Cortes de 20 de agosto, justifique ante los diputados nacionales la necesidad de abandonar en aquella trágica coyuntura el debate de la Constitución. En primer lugar, porque «la Comisión se ha encontrado con un Código fundamental que apenas nadie quería discutir», con un Proyecto que necesitando el concurso de todos los partidos, algo imposible en aquella coyuntura, precisaría al menos un amplio acuerdo de los republicanos, lo que exigía «que tengamos al menos cierta mesura, para ver si podemos al fin discutir dentro de las condiciones de esta Cámara con alguna amplitud el Código fundamental» para que aquel no fuera «obra exclusiva de una fracción del partido republicano».


    Pero, más allá de no apresurar el debate constituyente con el objetivo de poder así fraguar acuerdos que permitiesen aprobar un texto constitucional que contase al menos con todo el apoyo del republicanismo federal, Castelar sostiene la necesidad de aplazar el debate en otra consideración fundamental: que la prioridad de las Cortes y del país en aquel momento debe consistir en concentrar todos sus esfuerzos en ganar la Guerra Carlista y derrotar la rebelión cantonal y sus derivas internacionalistas: «Nosotros que apenas tenemos Patria, entregado casi todo el Mediodía a los excesos de la demagogia roja, y entregado el Norte a los excesos de la demagogia blanca, ¿nos debemos entretener en discutir una Constitución —se preguntaba el diputado—, cuando apenas sabemos si mañana conservaremos la libertad que hay en nuestras almas, ni la tierra que tenemos bajo nuestras plantas?». Era el propio Castelar quien contestaba esa pregunta, poniendo de relieve que lo que entonces estaba en juego no era la aprobación más o menos inminente de una Constitución, sino recomponer el consenso interno entre los republicanos que, haciéndola factible, posibilitara, al propio tiempo, el mantenimiento de una República en gravísimo peligro: «Temblamos por la libertad; yo tiemblo muchas veces por la libertad; yo tiemblo muchas veces por la República; dudo en ciertas ocasiones que podamos arraigarla». Y es que, «la República no tiene más que dos peligros terribles: que el partido republicano no comprenda la posición en que se encuentra, la necesidad en que está de terminar pronto la guerra, y que nosotros sembremos por todas partes otra guerra civil y otras discordias»61. Meses más tarde, y en la sesión celebrada el día previo al golpe de Estado de Pavía que iba a acabar con la República, el diputado, que se declaraba ya perteneciente al sector más moderado del Partido Republicano Federal, expresaría, en medio de las protestas parlamentarias de sus oponentes radicales, su convicción sobre quiénes habían sido los auténticos responsables de abortar toda posibilidad de dar una Constitución a la República: «¿Y el Proyecto?», se preguntaba el líder republicano en referencia al presentado a las Cortes el 17 de julio. Su respuesta resultaba taxativa: «Lo quemasteis en Cartagena»62. Más allá de toda retórica, a la que tendía sin duda el gran tribuno español en su vibrante oratoria ante las Cortes, lo cierto es que, como seguidamente trataré de demostrar, no le faltaba razón, con su juicio lapidario, a Emilio Castelar.


    «Jumilla desea estar en paz con las naciones extranjeras y, sobre todo, con la nación murciana»


    En realidad la tentación insurreccional que, históricamente hegemónica en una parte muy significativa del movimiento republicano federal, va a explicar la sublevación cantonal que se extiende por una parte del país tras el levantamiento comenzado la madrugada del 12 de julio en Cartagena «se acomodaba perfectamente al método tradicional de la revolución liberal española, y particularmente al del histórico partido progresista: el juntismo como construcción de abajo arriba de un nuevo orden de cosas basado en el “derecho de insurrección” como facultad vigilante de la libertad del pueblo soberano»63. Además, y como ya se ha señalado, el pensamiento de Pi y Margall, previo a su caída del caballo, que llevaría al político catalán a ser acusado de traidor por quienes habían encontrado en la doctrina federal pimargalliana la fuente inspiradora de su práctica política, se dirigía en un sentido coincidente. En un largo discurso pronunciado en las Cortes Constituyentes de 1869 en defensa de la alternativa federal, se explayaba Pi en explicar el sentido de esa concepción que luego lucharían por aplicar a rajatabla los impulsores de la revolución cantonalista: «Es preciso pensar en una organización que vaya de abajo arriba y no de arriba abajo. Esta es la enorme diferencia que hay entre la descentralización y la federación. La descentralización parte de arriba abajo. La federación parte de abajo arriba. ¿Y qué más da?, diréis, tal vez. ¿Qué más da? Si la organización viene de abajo, las provincias son las que limitan al Estado, al paso que si la organización viene de arriba, el Estado es el árbitro de la suerte de las diversas colectividades. En este caso la descentralización es una cosa arbitraria como hija del capricho del Estado. La descentralización puede hoy existir y desaparecer mañana. Pero si parte de abajo arriba, el Estado tiene funciones determinadas de las cuales no puede salir; y lo que sucede ordinariamente es que el Estado, en vez de limitar las atribuciones de las provincias, es a su vez limitado, sin cesar en sus funciones, por las provincias mismas»64.


    De hecho, la práctica de los levantamientos más o menos populares, típica del liberalismo español desde los orígenes de la revolución —levantamientos en los que, de uno u otro modo, se combinaban la conspiración civil y el pronunciamiento militar65—, no desaparecerá con el triunfo final de la Gloriosa, fruto ella misma de un movimiento cívico-militar encuadrable sin duda en ese esquema. Y así, aun no transcurrido un año desde el triunfo de los revolucionarios, y cuando la Constitución de 1869 acaba de aprobarse por las Cortes —lo que ocurrió el 1 de junio de ese año, es cierto que con el voto en contra de la minoría republicana en las Constituyentes, minoría que, por boca de Figueras, adoptó la posición del llamado «acatamiento sin aceptación»— los sectores más radicales del movimiento federal se sublevaron entre septiembre y octubre en diversas capitales, Valencia entre ellas, de modo destacado. El origen del levantamiento ponía de relieve con toda claridad la dificultad que iba a existir, como muy pronto pudo trágicamente comprobarse, para asentar un nuevo texto constitucional que, mucho más avanzado que todos los anteriormente aprobados en España, iba a sufrir un asedio constante por su derecha y por su izquierda. Fue por ello que Sagasta, ministro de Gobernación, dio orden a los gobernadores provinciales, mediante una circular, de reprimir cualquier acto contrario a la Constitución, orden esa que estuvo motivada por acontecimientos que, pese a su muy distinto origen, ponían en riesgo la estabilidad que el Gobierno provisional quería asegurar en defensa del nuevo régimen político: en julio de 1869 se había producido una insurrección carlista, mientras que elementos federales asesinaban al gobernador civil que, en funciones, había sido nombrado en Tarragona. Aunque, al parecer, el levantamiento armado estaba preparado con antelación, lo cierto es que las medidas represivas ordenadas por Sagasta, que se unían a la puesta en vigor de la antigua ley de conspiradores contra el sistema constitucional de 1821, realizada por un Decreto de 22 de julio de 1869, se tradujo en la insurrección armada de 40.000 milicianos federales, lo que, en una auténtica espiral de acción-reacción, provocó que el general Prim, presidente del Consejo de Ministros desde el 18 de junio, optase en octubre, finalmente, por la suspensión de las garantías constitucionales para sofocar la rebelión. Las medidas de Sagasta, primero, y Prim, después, tuvieron, a su vez, como inmediata consecuencia, el anuncio del retraimiento por parte del grupo parlamentario republicano, que el 5 de octubre dejó las Cortes en señal de protesta por unas medidas que entendían dirigidas contra ellos66.


    Una nueva insurrección, amparada políticamente por los republicanos, aunque no organizada directamente por ellos, iba a producirse en octubre de 1872, cuando la monarquía de Amadeo de Saboya exhalaba sus últimos suspiros. El día 12 de octubre estalló una sublevación en el arsenal de El Ferrol: «No era una sublevación específicamente federal, aunque los intransigentes la saludaron como tal». Pero, tras haber condenado la asonada Pi y Margall —quien defendía que era necesario desautorizar todo movimiento insurreccional en tanto las libertades no fueran vulneradas—, cuando el Gobierno se basó en sus palabras para llamar a los sublevados al respeto a la legalidad, «la ira de los intransigentes fue ilimitada». A finales de octubre la revuelta había sido derrotada, pero, casi sin solución de continuidad, y apenas un mes después de los sucesos ferrolanos, estalló una nueva revuelta intransigente el 24 de noviembre, cuyo objetivo político no era otro que el de hacerse con el poder, sustituyendo los miembros de la facción intransigente en los puestos claves para la gobernación del Estado a los miembros del Partido Radical y a los representantes de los sectores más moderados del Partido Republicano Federal. Para ello se planteaba, según proclamaba en El Tribunal del Pueblo, un programa extremista que recogía buena parte de las reivindicaciones del intransigentismo republicano: abolición de las quintas y de los consumos, creación de un ejército popular formado por voluntarios, depuración de los empleados públicos, revisión de las contratos de concesión para la construcción del ferrocarril, nacionalización de los bancos y reforma agraria, justicia libre y control de precios. Sin embargo, y pese «a la elocuencia palabrera de la prensa de los intransigentes, los levantamientos fueron un fiasco y un ejemplo de cómo no debían hacerse las revoluciones»67. A la derrota de la sublevación desde la perspectiva de los fines que con ella perseguían los rebeldes, pronto se unieron sus gravísimas consecuencias desde el punto de vista de la unidad interna del partido, pues sus líderes más destacados —de hecho, los cuatro futuros jefes de Gobierno en el período republicano posterior: Figueras, Pi y Margall, Castelar y Salmerón— la condenaron sin contemplaciones de ningún tipo.


    En todo caso, sea como fuere, y al margen de los magros resultados políticos obtenidos por el republicanismo más extremista en las sucesivas intentonas insurreccionales que sus partidarios organizaron o con las que se solidarizaron entre 1869 y 1872, lo que me interesa destacar primordialmente es que ya antes de la proclamación de la I República, a comienzos de 1873, la división entre la facción intransigente del Partido Republicano Federal y la que se agrupaba bajo la denominación de los benévolos era mucho más que una diferencia de opiniones en el seno de una fuerza política que, pese a sus conflictos internos, pudiera estar en condiciones de lograr una unidad práctica de acción. Muy lejos de ello, he mencionado previamente cómo los malos resultados electorales de los republicanos en las primeras elecciones celebradas bajo la nueva monarquía de Amadeo de Saboya, en marzo de 1871, ensancharon una amplia brecha entre las dos citadas facciones del partido, brecha que no logró cerrarse, sino más bien todo lo contrario, en la II y III Asambleas que los republicano federales celebraron, respectivamente, en abril y mayo de 1871 y en febrero de 1872. En la II Asamblea se optó por la redacción de una propuesta de Constitución, republicana y federal, propuesta que habría de ser la que la organización debería defender hacia el futuro, pero que muy pronto fue tildada de centralista por la facción intransigente: su debate quedó entonces aplazado hasta la III Asamblea del partido, que no llegó, sin embargo, a ser operativa debido a la falta del quórum necesario para la adopción de sus acuerdos. Las sucesivas asambleas del partido convocadas a lo largo de 1872 «nacieron fracasadas por la ausencia de delegados intransigentes». Y es que «la declaración benevolente de Castelar el 23 de junio de 1871 y su aceptación por el Directorio [del Partido Republicano Federal], separó definitivamente a los intransigentes, que comenzaron a formar sus comités locales y provinciales, sus clubes y sus diarios»68.


    Por más que el inicio de la revolución cantonal, sólo unos meses después de proclamada la República, iba a mostrar la verdadera dimensión y las consecuencias últimas de la extensión a lo largo y ancho del territorio español de la ruptura entre las dos facciones opuestas del movimiento republicano federal —no puede olvidarse, por ejemplo, que «el establecimiento de comités separados de benevolentes e intransigentes en Barcelona y Valencia debilitó la autoridad moral del Directorio y lo expuso a los ataques de la minoría intransigente»69—, lo cierto será que, ya antes de los acontecimientos de Cartagena y de los que, tras ellos, se sucedieron en diferentes lugares del país, los sucesivos ejecutivos republicanos hubieron de enfrentarse no sólo a la recurrente acción conspirativa del Partido Radical, de la que hemos dejado constancia páginas atrás, sino también a un creciente conflicto territorial con Cataluña, en donde se intentó la declaración del Estado catalán hasta en tres ocasiones entre principios de febrero y principios de marzo de 1871. La primera declaración tuvo lugar el 12 de febrero y procedió de la Diputación de Barcelona. Aunque el órgano provincial accedió muy pronto a retirarla, ante la insistencia de Pi y Margall para que se retractara, ese primer desafío territorial a la legalidad e integridad territorial de la República supuso «una muestra del primer catalanismo, que entendía el Estado catalán en la nación española, y que se cambió más adelante por la idea de la nación catalana en el Estado español»70. Pero tan sólo nueve días después, el 21 de febrero, y ante la extensión de los rumores de que el general Gaminde tramaba un pronunciamiento alfonsino, se produjo un alzamiento de la guarnición barcelonesa, que, unida a los voluntarios federales, reclamaron, de nuevo, que la Diputación provincial se autoproclamara Convención del Estado federal de Cataluña: la negativa de los responsables de la institución a hacer lo que les exigían los sectores más extremistas de la política española del momento evitó que en esta segunda ocasión se repitiera el episodio del 12 de febrero.


    El federalismo intransigente no cejaría, de todos modos, en su empeño y volvería a la carga con la misma pretensión, y en esta ocasión con el apoyo de los internacionalistas, menos de un mes después. El día 8 de marzo la Diputación barcelonesa volvió a proclamar, en efecto, el Estado catalán y en esta tercera ocasión fue necesario que los miembros del Gobierno de Estanislao Figueras se aplicasen a fondo para lograr que la institución provincial diera marcha atrás: Pi y Margall y Almirall mantuvieron a lo largo del día 10 contacto telegráfico con los responsables de la declaración, pero ni siquiera el apoyo a las gestiones de los dos prestigiosos políticos por parte de los sectores más moderados de la Diputación fue suficiente para lograr su retractación, lo que exigió que el propio presidente del Consejo se desplazase a Barcelona el día 12 para negociar personalmente el fin del desafío a la autoridad de la República.


    Ahora bien, todos los episodios aludidos no impiden constatar un hecho que ha sido ya destacado por la historiografía española con toda la razón: el escaso apoyo que tuvo en Cataluña la posterior revolución cantonal, debido a la persistencia de la amenaza del carlismo. Y es que pese a las aludidas tentativas de declaración del Estado catalán, finalmente frustradas con mayor o menor rapidez, lo cierto será que «uno de los rasgos más chocantes de la I República fue el fracaso de los extremistas de Barcelona en adueñarse del poder y declarar su independencia de Madrid, como harían otros centros federales en los levantamientos cantonales de julio. Esto puede explicarse de sobra por la actividad carlista en Cataluña, la cual condicionó el desarrollo del republicanismo en 1873. Aunque los extremistas de Barcelona podían excitar la opinión en pro de la independencia respecto a Madrid, las otras tres provincias catalanas, directamente amenazadas por los carlistas, no deseaban debilitación alguna de sus lazos con el Gobierno central»71. Ello no quiere decir, de todos modos, que, sofocadas las tentativas cantonalistas apuntadas, no se produjeran nuevos sucesos en territorio catalán. Y así, según ya ha quedado apuntado, todavía el 28 de junio hubo Pi y Margall de enfrentarse a los miembros de la diputación catalana en las Constituyentes, quienes amenazaban una vez más con declarar a Cataluña cantón independiente si el Gobierno no demostraba ser capaz de garantizar el orden público, que nuevamente había sido violado de forma flagrante por una conjunción de la facción republicana intransigente y los internacionalistas del ayuntamiento barcelonés, impulsores de un Comité de Salud Pública disuelto finalmente por las tropas milicianas.


    Pero los fracasos en Cataluña de la facción intransigente del republicanismo federal no desanimaron a los partidarios de forzar la instauración de un régimen federal de abajo arriba, régimen que habría de implantarse por medio de la insurrección que el propio Pi y Margall había llegado a calificar como un «derecho santo»72 en su momento. El golpe de gracia iba a producirse, como es sabido, en Cartagena. Poco antes de la sublevación, el 2 de julio, los intransigentes, que, como ya previamente se ha puesto de relieve, decidían por segunda vez en un breve lapso temporal retirarse de las Cortes, justificaban en un manifiesto dirigido a la nación las razones de su acción, bien expresivas del abismo que los separaba del Gobierno en su conjunto, de Pi y Margall personalmente y de los sectores centrista y moderado del Partido Republicano Federal. El Manifiesto resumía los muchos agravios de los intransigentes en una frase que suponía toda una premonición de lo que se le iba a venir encima a la República: «Separadamente el Gobierno de la República y la mayoría han emprendido en sus últimas determinaciones una marcha funesta, han destruido de un solo golpe el edificio de nuestra propaganda y rasgado la bandera de la libertad y justicia, a cuyo nombre hemos combatido contra tantas reacciones, y no era digno del centro reformista sancionar con su presencia propósitos que, aunque fueran honrados, son de seguro ciegos, trastornadores y liberticidas». El Manifiesto, que subrayaba la determinación de la izquierda de la cámara «de plantear inmediatamente las reformas que había venido sosteniendo el Partido Republicano en su incansable propaganda»73, y la defensa que de él hizo en la sesión del 2 de julio el diputado Navarrete, el único miembro del grupo intransigente que no había abandonado las Constituyentes, fue contestado en las Cortes por Pi y Margall, en la propia sesión del día 2, con argumentos sobre los que, como hemos de ver más adelante, el líder republicano se explayaría un mes después, cuando ya había abandonado la presidencia del Consejo: «Lo que pretenden el señor Navarrete y sus epígonos es que el Gobierno debería haber sido un gobierno revolucionario, que debería haberse arrogado una cierta dictadura, dejando de contar con las Cortes Constituyentes», afirmaba Pi, para encarar acto seguido el gran problema de la forma que planteaba en aquella coyuntura la construcción del sistema federal: «Si la República hubiese venido de abajo arriba, se habrían constituido los cantones, pero el período habría sido largo, trabajoso y pleno de conflictos, al paso que ahora, por medio de las Constituyentes, traemos la República federal, sin grandes perturbaciones, sin estrépito y sin sangre»74.


    Diez días después de pronunciadas estas palabras en las Cortes, en la madrugada del 12 de julio, se sublevaba Cartagena, de modo que las grandes perturbaciones, el estrépito y la sangre pasaron, contra lo que Pi y Margall y los suyos pretendían, a dominar por completo la vida política española. De hecho, esa sublevación fue no sólo la causante de la caída de Pi sino también, y sobre todo, el origen de una nueva guerra civil que se unía a las dos que libraba entonces una República crecientemente acosada por el incontrolable desarrollo de los acontecimientos. El presidente del Consejo renunció a su cargo el día 18, fecha en la que para sustituirlo fue designado por las Cortes, como nuevo jefe del Gobierno, Salmerón. Su elección, que significaba un claro viraje hacia la moderación, iba a tener consecuencias inmediatas en los planes de los republicanos extremistas. Y ello porque la entrada de Salmerón «en la presidencia del poder ejecutivo […] dio lugar a que los intransigentes dieran como perdida la posibilidad de alcanzar desde arriba la federación de España, así que a los pocos días de la elección 32 provincias se hallaban levantadas en armas»75. La extensión territorial del movimiento insurreccional contra el Gobierno fue vertiginosa, ciertamente: el día 14 de julio se proclamó el cantón murciano; el 19, cuando Salmerón apenas había tenido tiempo de tomar posesión de sus nuevas responsabilidades, se proclamaron cantones independientes Sevilla, Cádiz, Valencia, Almansa y Torrevieja; el día 20 le llegó el turno a Granada y Castellón; el 21 a Málaga, y el 22 a Salamanca, Bailén, Béjar, Motril, Andújar, Tarifa, Algeciras y Alicante76. A todos ellos se unieron otros cantones en Almería, Camuñas, Gualchos, Jaén, Jumilla, Loja, Orihuela o Plasencia. El movimiento presentó, de inmediato, un carácter esencialmente local y en general descoordinado, pese a los intentos de los organismos creados en Madrid por la dirigencia intransigente con el objetivo de liderar la rebelión: Hennessy ha señalado, a ese respecto, como «una de las características de las revueltas fue la ineficacia de los intentos del Comité de [Salud] Pública de Madrid para dominar o coordinar los levantamientos: ninguno de sus emisarios […] fueron causantes de la iniciación de las revueltas. En todos los cantones, excepto [en los de] Castellón, Salamanca y Cartagena, la iniciativa era de los federales locales, y en la mayoría de los casos, totalmente desconocida»77.


    Ahora bien, la ausencia efectiva de un centro organizativo de la revolución cantonal, pese a la creación en Madrid del citado Comité, el propio día 18 de julio, a la constitución de una Comisión de Guerra presidida por el general Contreras y al establecimiento en Cartagena, ya dos semanas después, el 30 de julio, de un autodenominado Gobierno provisional de la federación española, bajo el mando de Roque Barcia, no impide afirmar que la insurrección impulsada por los federales intransigentes perseguía unas reivindicaciones comunes que, más allá de las lógicas particularidades locales, se resumían en la sustitución de todo tipo de autoridades gubernativas o jurisdiccionales, la abolición de impuestos especialmente impopulares (los consumos o el estanco del tabaco y de la sal), la secularización de las propiedades de la Iglesia, las reformas sociales favorables a la gran masa de desposeídos que no tenían otro bien que su fuerza de trabajo, el indulto por delitos políticos, la desaparición del ejército regular y su sustitución por tropas milicianas o la creación de juntas y comités de salud pública, como órganos de gobierno de naturaleza popular78. Sirva, como ejemplo, el programa del cantón granadino, que se concretaba en los siguientes puntos: «1. Imponer una contribución de cien mil duros contra los ricos. 2. Proceder al derribo de todas las iglesias. 3. Fundir todas las campanas y establecer una fábrica de moneda para acuñarla con el bronce de aquellas. 4. Incautarse de la Administración de Hacienda y de todos los bienes del Estado. 5. Dejar cesantes a todos los magistrados de la Audiencia»79.


    Como puede verse, un proyecto político claramente extremista en las esferas política, económica y social, permeado, además, por un carácter milenario y fuertemente utópico, carácter que, de hecho, rodeó desde el principio todo el movimiento revolucionario, algo de lo que pueden dar idea cabal episodios verdaderamente estrambóticos: por ejemplo, la afirmación de los mandos de la escuadra que se había amotinado en Cartagena de que se dirigían hacia una «potencia extranjera», refiriéndose a ¡Alicante!; o, y no es más que otro ejemplo, los términos de la declaración de independencia del cantón de Jumilla, cuyos responsables llegaron a proclamar, con total normalidad, que deseaban «vivir en paz con todas las naciones extranjeras y, sobre todo, con la nación murciana, su vecina; pero si la nación murciana se atreve a desconocer su autonomía y traspasar sus fronteras, Jumilla se defenderá, como los héroes del Dos de Mayo, y triunfará en la demanda, resuelta completamente a llegar en sus justísimos desquites hasta Murcia, y a no dejar en Murcia piedra sobre piedra»80. En una línea similar, aunque ciertamente menos estrafalaria, el Comité de Salud Pública de Madrid, antes citado, ordenaba el 18 de julio, es decir, el mismo día de su Constitución: primero, que «en todos los puntos en donde el partido federal tenga la fuerza necesaria, se formen Comités de Salud Pública, representantes de la imprescindible soberanía del pueblo»; segundo, que «bajo la autoridad de esos comités revolucionarios se proclame la autonomía administrativa y económica del Municipio, de la provincia y del Cantón, a la cual corresponde la elección de los jueces, ayuntamientos, diputaciones o legislaturas, gobernadores, grandes asambleas cantonales y agentes económicos y administrativos»; y tercero, «que esos comités no se disolverán hasta quince días después de haber promulgado el pacto federal, para evitar que el pueblo sea engañado, como ha sucedido hasta aquí»81.


    Los agrios debates que se produjeron en las Cortes tras la proclamación de los primeros cantones de Cartagena y Murcia, entre el 12 y el 14 de julio, pusieron muy pronto de relieve que cualquier esperanza de unidad en el Partido Republicano Federal había saltado literalmente por los aires tras la rebelión intransigente, que, además, «significó la bancarrota inmediata de la política de persuasión y de legalismo de Pi: si pedía poderes a las Cortes para enfrentarse a la rebelión, la izquierda le acusaría de asesino de las libertades; si empleaba la persuasión, la derecha le acusaba de complicidad con la revolución de las provincias»82. El mismo día 14, los miembros de la cámara pudieron oír cómo Prefumo, republicano adscrito a los benévolos, interpelaba al todavía presidente del Consejo, por mantener la que juzgaba una actitud contemporadizadora con la insurrección de Cartagena. De este modo, y después de afirmar el diputado que «he estado siempre al lado de la política que representaba el Sr. Pi y Margall, aun en aquellos tiempos en que una parte del partido republicano la combatía», añadía Prefumo acto seguido: «Pero no podía creer que el Sr. Pi y Margall, cuando se llegara al triunfo de la República por la política que nosotros sostuvimos, había de venir al banco ministerial para desde él apoyar y dar el triunfo a aquellos elementos que habían seguido la por él calificada conducta de perdición; ha querido nuestra desdicha que ahora se incline por ese derrotero, y ha querido también mi desventura que sea mi pueblo el primero donde se han alzado aquellos elementos de insurrección contra esta Asamblea». La interpelación del diputado terminaba no sin antes preguntarse: «¿Y qué hizo el presidente del poder ejecutivo?», interrogación que el diputado contestaba de una forma extremadamente crítica: «Como de ordinario, se cruzó de brazos y se mesó la barba. ¡Gran manera de hacer orden!»83. En medio del aludido fuego cruzado, Pi fue duramente criticado cuatro días después, el 18, el mismo en que dimitía de su cargo, por la fracción opuesta, la de los intransigentes que, por boca del diputado Casalduero, le acusó de traicionar las ideas que originalmente había defendido («¿Qué habéis hecho del diputado Pi? ¡Ah!, vosotros le habéis perdido, porque habéis querido que gobierne con vuestros principios y en contra de las ideas que ha profesado toda su vida»), tras lo cual puso de relieve el representante popular que tanto la insurrección cantonal como el desorden que aquella había traído de la mano era la consecuencia natural de que no se hubiera establecido todavía una República de naturaleza federal: «Estos desórdenes nacen de que el país no está constituido: constitúyase el país y vendrá el orden: no necesitáis generales, esa es una equivocación. Es un grave error querer establecer el orden por medio de la fuerza, porque el mal depende de que no está constituida la República. Esta es la gran diferencia que separa a los unos de los otros: unos quieren que el orden se haga antes que nada, y nosotros creemos que el orden será producto del Gobierno republicano y de la consolidación de la República federal»84.


    No será, sin embargo, hasta varias semanas después, cuando el propio Casalduero, por un lado, y el ya simple diputado Pi y Margall, por otro, expongan sus concepciones contrapuestas sobre la forma en que debería haberse procedido para alcanzar el objetivo que ambos decían compartir: la federalización de España. Casalduero, adscrito según acaba de apuntarse al grupo intransigente, tomó la palabra en la sesión del 22 de agosto y, recuperando ideas ya expuestas por Cala, uno de sus correligionarios, en la sesión del 30 de julio85, insistió rotundamente en la posición de su fracción parlamentaria, y de la facción del Partido Republicano Federal a la que aquella representaba en las Cortes Constituyentes, con una extraordinaria claridad: «Y así es que esta cámara, después que declaró que la forma de gobierno fuese la República federal, a mi juicio y con arreglo a mis principios […], no tiene facultades más que para elegir al poder central, pero no para fijar los cantones y los municipios, una vez que se le reconoce su autonomía, ni tampoco para limitar los derechos individuales». Será sobre la base de este punto de partida, bien expresivo de la teoría de la construcción federal de abajo arriba, como el diputado sostendrá que el movimiento cantonal, lejos de ser una insurrección ilegal y sediciosa, resultaba la consecuencia lógica de las ideas verdaderamente federales: «Los cantones, que estaban en su derecho, a mi juicio, al constituirse tales dentro de su soberanía, porque la tienen en sí, han podido hacerlo sin permiso del poder central, que no es el que da vida a los cantones, sino que, por el contrario, los cantones son los que dan vida al poder central; y esta es la diferencia que existe entre lo que vosotros creéis y lo que nosotros creemos; pues si el poder central nace de la delegación de los cantones, ¿cómo queréis que el delegado sea el que dé facultades al delegante? Pues yo sostengo más —concluía Casalduero—. Ese movimiento cantonal no ha sido en modo alguno […] un movimiento de ruina, de muerte y de desolación, como suponéis, sino un movimiento que es consecuencia natural de la República federal que habéis proclamado»86.


    Frente a tal tipo de argumentos, y en lo que constituyó una auténtica retractación pública de la doctrina federal que había servido de base a la facción intransigente, Pi y Margall intervino días después, el 6 de septiembre, ya con las Cortes a punto de suspenderse, para explicar a los miembros de la cámara las razones por las que había abrazado la teoría de la construcción federal de arriba abajo, opuesta a sus ideas iniciales: «Desde los bancos de la oposición había yo tenido el valor, estando en armas mis correligionarios, de declarar que la insurrección dejaba de ser un derecho y pasaba a ser un crimen desde el instante en que libre el pensamiento podía realizarse por medio del sufragio universal —afirmó, sin circunloquios, el político catalán, que apuntaló de inmediato sus palabras—; desde el banco ministerial había sostenido que la insurrección no sólo era un crimen, sino el más grande de los crímenes bajo el régimen de la libertad, porque los demás afectan sólo intereses privados, y el de rebelión afecta a los altos intereses de la sociedad y de la patria». Sentada su posición con transparencia meridiana, y para defenderse de los que lo acusaban de ser promotor ideológico de la revolución cantonal, dio finalmente cuenta Pi y Margall de un cambio de posición, el suyo propio, que no era sino la directa y, a su juicio, inevitable, consecuencia de la mudanza de las propias circunstancias en las que se hacía en España la política desde la proclamación de la República: «Han atribuido algunos estas acusaciones al hecho de haber predicado que la República federal debe venir de abajo arriba y no de arriba abajo. Es cierto: yo había defendido esa doctrina, y la había sostenido y la había acariciado; pero teniendo en cuenta la unidad de la Patria, y deseando que no se la quebrantara ni por un solo momento, hablaba siempre de la necesidad de un poder central para mientras se constituyeran en estados las provincias. Abandoné después esa teoría. ¿Por qué? Porque yo no soy árbitro de la marcha de los acontecimientos, porque yo sostenía esta teoría en el concepto de que mi partido viniese a ocupar el poder por medio de una revolución a mano armada. Habría sido entonces natural que la revolución se hiciese de abajo arriba; pero la República ha venido por el acuerdo de una Asamblea, de una manera legal y pacífica. Fui yo el primero que al redactar la proposición por la cual se proclamaba la República como forma de gobierno, acepté que unas Cortes Constituyentes viniesen a definir y organizar la República»87.


    Esas Cortes se suspendieron finalmente el día 20, justo dos semanas después de que Pi y Margall expresara allí su convicción de que sólo ellas podían y debían alumbrar la federalización por la que luchaban, bien es cierto que con grados de convicción muy diferentes, las distintas facciones del Partido Republicano Federal. Para entonces, la revolución cantonal había sido ya aplastada pese a su gran extensión territorial y a los problemas que el Gobierno hubo de afrontar para combatir la indisciplina entre sus tropas, un factor que había tenido una importancia capital en la rapidez y facilidad con que se expandió la insurrección. Los cantones fueron cayendo, algunos a los pocos días de su proclamación, entre finales de julio y mediados de agosto, con dos únicas excepciones dignas de mención: la de Málaga, en donde la sublevación no fue sofocada hasta el 19 de septiembre; y la de Cartagena, cuyo cantón cayó, de hecho, prácticamente a la par que la República contra la que los cantonales se habían levantado. Pero la indisciplina militar, «alimentada por años de propaganda radical y republicana para la abolición de las quintas y de los ejércitos permanentes, los mejores sueldos de los cuerpos francos, el cambio constante de mandos y la falta de autoridad del poder público»88, iba a jugar también sus cartas en el cambio en la jefatura del Gobierno —¡el tercero en siete meses!—, cuando Salmerón prefirió, el 7 de septiembre, renunciar a su puesto antes que confirmar las sentencias de pena de muerte dictadas contra ocho soldados que habían desertado en Barcelona para pasarse a los carlistas. Fue así cómo quien había dirigido todos sus esfuerzos a organizar, dirigir y ejecutar la lucha contra la insurrección cantonal cedió su puesto antes incluso de que aquella hubiese sido sofocada por completo. La situación del país, tal y como había sido crudamente descrita por quien ahora cedía la presidencia del Consejo a Emilio Castelar, no sólo no había mejorado sino que, tras la crisis cantonal, se había deteriorado a paso de gigante. Se quedaban ya cortas, pues, entonces, las palabras con que Nicolás Salmerón había denunciado, sin paños calientes, la situación de asedio interno y aislamiento internacional en que se encontraba la República cuando el año 1873 traspasaba su ecuador: «El Gobierno de la República lleva seis largos meses de existencia y no ha sido aún elevada a la categoría de un Gobierno de derecho en la apreciación de los Gobiernos de Europa; vivimos en un completo aislamiento; nos estiman casi todas las naciones de Europa como un verdadero peligro […] A una sola condición podemos recuperar el reconocimiento y el concurso de la Europa para nuestra República, y esta condición es mostrar que no es inherente a la organización republicana el virus de la demagogia y que hay virtud bastante en nuestro gobierno paran vencerla, castigarla y extirparla»89.


    A ello iba a aplicarse sin duda Castelar, quien creyó poder salvar a la República haciéndola girar definitivamente hacia el orden y la moderación: «Castelar necesitaba para su proyecto de república liberal y democrática contener la demagogia, el cantonalismo, con medidas de orden, e implicar a constitucionales y radicales en el sistema. Controlado el “cuarto estado” deseaba atraerse a las clases conservadoras, sin cuyo concurso, recordando su análisis del fracaso de la II República francesa, siempre creyó imposible el sostenimiento de cualquier régimen. Pensaba que si lograba ambas cosas conseguiría la estabilidad política suficiente para resolver los problemas financiero y bélico —el de Cuba, el carlista, el cantonal— alcanzando el reconocimiento europeo, y todo ello sin salirse de la legalidad». Sin embargo, las tozudas réplicas de la historia pronto demostraron que lo que quizá hubiera sido posible unos meses antes no lo era ya a la altura de septiembre de 1873, cuando tanto la derecha monárquica como la izquierda intransigente o internacionalista consideraban que aquella República era incapaz de satisfacer sus aspiraciones respectivas. Castelar no pudo gobernar, en realidad, sin aumentar de un modo sustancial las medidas represivas que suponían una derogación de hecho de la legalidad republicana. Y es que no sólo las Cortes fueron suspendidas, como ya hemos apuntado, sino que el jefe del Gobierno gobernó por decreto desde finales de septiembre de 1873 hasta que, el 3 de enero, se produjo el golpe de Estado de Pavía: un decreto de 20 de septiembre suspendía las garantías constitucionales en todo el territorio nacional y disponía la aplicación de la ley de orden público de 187090. Para captar la extrema gravedad de la situación será suficiente con dejar constancia aquí de que el 24 de agosto las tropas carlistas se apoderan de la importantísima plaza de Estella, de gran naturaleza simbólica para la causa por la que combatían, mientras las tropas gubernamentales serían incapaces, por su parte, de sofocar la rebelión cartagenera: el 26 de noviembre comienzan los bombardeos sobre la ciudad, pero los cantonales resisten, pese a todo, y son inducidos a esperar hasta el 3 de enero, cuando, supuestamente, la derrota de Castelar daría paso a un ejecutivo intransigente, que, además de legalizar el cantón cartagenero, procedería a la cantonalización del país entero. Lo que tuvo lugar el 3 de enero fue, sin embargo, el golpe de Estado de Pavía, que disuelve las Cortes, da lugar al retorno al poder del general Serrano y, de hecho, pone fin a la República que se había proclamado el 11 de febrero. Un decreto de 10 de enero declara fuera de la ley a la sección española de la Asociación Internacional de Trabajadores (la AIT, conocida como la Internacional) y el 11 capitula Cartagena, capitulación que, en todo caso, «venía anunciada desde [hacía] bastante tiempo por las desavenencias que surgen en el seno mismo del movimiento. Las catástrofes que se abaten sobre el Cantón en los últimos días de 1873 y los primeros de 1874 aceleran el proceso de desintegración y se añaden al desaliento de la población», de modo que «la rendición se convierte ya en una necesidad forzosa»91.


    La capitulación de quienes habían proclamado el 12 de julio que su levantamiento iba dirigido a cumplir las reclamaciones de «la inmensa mayoría del pueblo republicano» para que «se organizase la Federación, estableciendo inmediatamente la división regional de los cantones y dando a estos y al municipio la autonomía suspirada hace tanto tiempo»92 puso fin a la primera tentativa descentralizadora de la historia política española. Devorada literalmente la I República por la triple contradicción en que se debatió en las diversas fases en que se dividió su corto y atropellado recorrido —la que enfrentó a radicales y republicano federales, a las facciones benévola e intransigente del Partido Republicano Federal y a republicanos y monárquicos— sigue abierto el debate historiográfico sobre las causas del fracaso del nuevo régimen que se implantó en España en 1873, tras la caída sucesiva de dos dinastías diferentes. No es posible, ni necesario para el objeto de este ensayo, entrar aquí en el complejo fondo de ese asunto, pero sí procede subrayar que quienes han aportado explicaciones al respecto, incluso desde posiciones contrapuestas desde el punto de vista historiográfico, no han dejado de señalar el papel central que en el desenlace de los acontecimientos jugó, sin duda, el movimiento cantonal, la insurrección que provocó y, más en general, la conflictividad territorial. Josep Fontana ha concluido, por ejemplo, que «contra lo que pretenden las versiones tradicionales que sostienen que la República fracasó por el extremismo de sus dirigentes y por el desorden social que se había extendido por el país, su fracaso se cimentó en la frustración de las esperanzas de las capas populares», de modo que «su historia es la de una República federal que no se atrevió a ser». Pero, en todo caso, la afirmación del historiador catalán de que «el republicanismo no supo hacerse eco de [las] aspiraciones populares a través de un parlamento en que progresivamente se fueron imponiendo las versiones más conservadoras del republicanismo», no le impide tener que reconocer que «de esta discrepancia surgieron los movimientos insurreccionales y el cantonalismo, que acabó cimentando la alianza en su contra de todos los que no querían ver la intervención de las capas populares en la política, y sostenían que los cambios en el orden social debían dejarse para mucho más adelante»93. Una explicación alternativa, por más que participe de elementos comunes con la que acaba de exponerse, ha destacado el hecho fundamental de que «la República fracasó porque repitió los mismos errores de otros intentos» progresistas anteriores. A saber: «En primer lugar, el exclusivismo e imposición de la República federal, por lo que difícilmente podía ser admitida por los demás partidos liberales o ser el centro convergente con el que todos se identificaran. Por otro lado, los partidos, tanto el radical como el republicano, se agotaron en luchas internas que acabaron en la desaparición y la refundación fugaz del primero, y el cantonalismo del segundo. Finalmente no crearon las condiciones políticas para que la democracia no degenerase en desorden; esto es, descuidaron irresponsablemente la educación del pueblo en el uso de los derechos políticos. Pero todos estos errores no se cometieron en 1873, sino que se gestaron desde la aparición del Partido Republicano, por lo que […] la República era, en la temprana fecha del 11 de febrero de 1873, un imposible»94.


    Sin pretensión alguna, por supuesto, de zanjar esa polémica, creo, por mi parte, que la historia de la I República fue la de la incapacidad para colaborar en su consolidación por parte de quienes, desde diferentes partidos o desde dentro del mismo, habían unido sus fuerzas previamente para hacer posible la llegada del nuevo régimen político. Y creo, por ello, que, como ya en su día señalaron con acierto Jordi Solé y Eliseo Aja en su magnífico resumen sobre la evolución de nuestro constitucionalismo, «cuando la Asamblea constituyente se reúne, en julio de 1873, la República se encuentra ya en crisis» de forma que «la proclamación del carácter federal y la presentación de un proyecto de Constitución no resolverá la situación». De este modo, «las dificultades del aislamiento internacional, el desorden en el ejército, cuyas unidades son abandonadas por los soldados, la virulencia de las guerras cubana y carlista, son acrecentadas por el estallido de la insurrección cantonalista»95. La I República nació, en efecto, marcada a sangre y fuego por dos guerras, una interior y otra exterior, que exigieron concentrar gran parte de los esfuerzos nacionales en la lucha sin cuartel contra desafíos bélicos muy graves —el carlista, sobre todo— que no sólo consumieron muchos recursos políticos y económicos que podían haberse dirigido, en una situación de paz, hacia objetivos diferentes, sino que se tradujeron, además, e inevitablemente, en un notable protagonismo del ejército, institución que vivió durante todo el período republicano sometida a una situación de tensión extraordinaria. Hennessy ha señalado, en ese sentido, que la mayor popularidad de la República «procedía de su ataque frontal al poderío del ejército, que había adquirido tales proporciones que, atacarle a él y atacar al Estado centralista se habían hecho sinónimos. Fue su campaña contra las quintas y su ataque contra los elevados impuestos incorporados a un sistema agobiante de impuestos indirectos lo que dio pie a los federales para que se proclamaran representantes de un movimiento de masas». Pero, siendo ello cierto, no lo es menos que la política del movimiento republicano respecto del ejército, que le llevó a una cierta postración, «llegó demasiado tarde: en un tiempo en que los propios federales lo necesitaron para defender la República de los ataques de los contrarrevolucionarios». En ese contexto, la insurrección cantonalista, que supuso de hecho abrir un tercer frente de guerra —junto al cubano y el carlista— no puede ser juzgada más que como una flagrante irresponsabilidad histórica del intransigentismo federal, que acabó por colocar a la República en una situación imposible, al aumentar el aislamiento nacional e internacional del nuevo régimen, aislamiento que no había hecho otra cosa que crecer desde su mismo nacimiento: «Cuando en la revuelta cantonalista el Gobierno se vio obligado a confiar en la Guardia Civil y en los carabineros para disolver los cantones andaluces, la rueda había dado una vuelta entera, porque ahora la República se equiparaba a los protectores de los caciques y los impopulares recaudadores de contribuciones, aquellos empleados del poder centralizado que los federales se habían propuesto suprimir»96. No es por eso de extrañar el juicio lapidario del hispanista Raymond Carr, cuando, en su monumental estudio sobre la historia contemporánea de España, apunta que el movimiento cantonalista llevó a la bancarrota al federalismo legal97. Al igual que la II República, la I cayó, finalmente, como consecuencia de un golpe de Estado militar —de dos, en realidad: el de Pavía, primero, y el de Martínez Campos, con posterioridad—, aunque, según ya se ha apuntado en la introducción, y seguidamente hemos de ver, el paralelismo entre las dos se mostrará también en otros rasgos comunes de significativa relevancia.
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